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RESUMEN

En este informe se analizan las diversas formas de violencia que
afectan a Centroamérica, en particular aquellas ligadas al crimen
organizado y otras actividades ilícitas de carácter transnacional.
Esta violencia es particulamente intensa en los países del llamado
“triángulo norte” (Guatemala, El Salvador y Honduras) y supone un
obstáculo para el desarrollo y para la gobernabilidad democrática.
Se analizan las causas estructurales que explican esta violencia y se
exploran algunas de las respuestas que se han dado en el ámbito
internacional, regional y nacional.

ABSTRACT

This report analyzes the various forms of violence affecting Central
America, particularly those linked to organized crime, drug traffic-
king and human trafficking. This sort of violence violence predomi-
nates in the countries of the so-called "Northern Triangle"
(Guatemala, El Salvador and Honduras) and is an obstacle for deve-
lopment and democratic governance. The report analyzes the struc-
tural causes behind this violence and explores some of the proposals
and responses at the national, regional and international levels.
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INTRODUCCIÓN

Centroamérica sufre el impacto de nuevas formas de violencia de
carácter transnacional, ligadas al crimen organizado, al narcotráfico
y a las actividades ilicitas en general. No es un fenómeno nuevo y
afecta de forma distinta a paises y regiones, pero su incremento
supone una verdadera amenaza para los paises que se encuentran
en situación postconflicto o aquellos que son institucionalmente
frágiles, dado que no disponen de los mecanismos ni de los recur-
sos necesarios para afrontar este fenómeno. Esta violencia surge
como resultado de la combinación de estos factores mencionados
con la intensificación de los procesos de globalización, que ha per-
mitido la expansión de actividades ilícitas en todo el planeta, pro-
porcionando extraordinarios beneficios a las mafias y redes que
operan en el ámbito global. En el caso de Centroamérica esto es par-
ticularmente grave, dado que por su posición geográfica se ha con-
vertido en una zona de tránsito de la droga procedente de Colombia
que se dirige a Estados Unidos y los carteles mexicanos, extienden
sus redes y operan también en la región. Los países del llamado
“triángulo norte” (Guatemala, Honduras y El Salvador) son muy vul-
nerables a esta situación por la fragilidad institucional que presen-
tan y por las secuelas todavía presentes de las guerras de larga
duración que asolaron a la región. Esta situación, dado su impacto
y magnitud tiene un enorme coste económico y humano para el
desarrollo y la gobernabilidad en la región y por lo tanto requiere de
respuestas urgentes en todos los ámbitos.

En este informe se analizan los rasgos principales de las distintas
formas de violencia que se dan en la región, particularmente aque-
llas con vínculos transnacionales y se analizan posibles estrategias
para afrontar esta situación desde una perspectiva multinivel, que
combine acciones regionales, con acciones nacionales y locales.
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GLOBALIZACIÓN Y VIOLENCIA TRANSNACIONAL

Las nuevas formas de violencia que sufre Centroamérica están liga-
das a la intensificación de los procesos de globalización que se
están produciendo a nivel mundial. La globalización en todos sus
ámbitos, sea el cultural, el económico, el social o el político es pro-
bablemente el factor de cambio más importante en la sociedad
internacional contemporánea. La globalización, según David Held
(1997 y 2002) se refiere a un conjunto de procesos que crean un
mundo caracterizado por relaciones y redes humanas cada vez más
extensas, más veloces, y con mayor propensión a tener impacto en
múltiples facetas de la vida social. El más visible de estos procesos
es el económico y financiero, que ha llevado a la aparición de una
economía planetaria dominada por un mercado financiero transna-
cional que opera las 24 horas del día, y con empresas transnacio-
nales cuyo volumen de facturación a menudo supera el producto
interior bruto de muchos países de renta media. Ahora bien, hay
distintas maneras de vincularse a ese proceso según países, regio-
nes, sectores productivos, y grupos sociales, y en esa economía pla-
netaria también hay un “lado oscuro”. Este se caracteriza por la
aparición de redes económicas ilícitas que surgen cuando existe
oferta y demanda de un producto, cuya prohibición genera rentas
extraordinarias y hay grupos que pugnan por el control de la pro-
ducción, tránsito y comercialización del mismo. Estos grupos inten-
tan sortear el control del Estado y, si son lo suficientemente fuertes,
tratarán de debilitarlo para que no pueda imponer la ley, creando de
manera deliberada “vacíos de poder” en los que el Estado no puede
actuar, y esas actividades puedan desarrollarse sin impedimentos.

Las políticas de liberalización han tenido un papel importante en
este proceso. De hecho, en su dimensión económica la globaliza-
ción se asienta sobre la eliminación de barreras a la circulación de
bienes, servicios y capitales, y en muchos países ello se ha llevado
a cabo a través de la aplicación de las políticas del llamado
“Consenso de Washington”. Cuando la liberalización y el incremen-
to de los intercambios no se ha producido de forma lícita, de iure,
ha ocurrido de facto, a menudo a través de mecanismos ilegales,
como ocurre con las drogas, las armas, o los emigrantes.

Aunque los cálculos de los beneficios y de los flujos financieros ori-
ginados por estas redes ilícitas no son fiables, nadie pone en cues-
tión que estos son cuantiosos y que van en aumento. El blanqueo y
la acumulación de ganancias, en cifras que no tienen precedentes
en el mundo contemporáneo, se ha visto favorecida por la liberali-
zación financiera y por los numerosos instrumentos disponibles
para ocultarlas y blanquearlas, sean paraísos fiscales, fondos de
inversión, o “sociedades pantalla”, que permiten a las redes del cri-
men organizado invertir sus beneficios con gran facilidad, y realizar
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transacciones financieras desde cualquier parte del mundo en cues-
tión de segundos. La libre circulación de capitales permite que estas
redes ilícitas combinen espacios legales e ilegales en las distintas
fases del proceso, lo que hace aún más díficil su control (Naim,
2006). 

La globalización por todo ello, también ha supuesto una erosión de
la soberanía nacional, al situar a los Estados en redes de interde-
pendencia que restringen su autonomía, tanto en el ámbito interno
como en el internacional. Estas redes rebasan los límites territoria-
les y ponen en cuestión el orden mundial “westfaliano” clásico
(Pureza, 2001-2002), basado en el Estado-nación y el principio de
soberanía absoluta sobre el territorio y la población. Parte de los
procesos básicos que determinan la vida de la comunidad están
cada vez más fuera del alcance de los Estados nacionales y de sus
autoridades políticas, pese a que éstas puedan gozar de plena legi-
timidad política, y en especial, de legitimidad democrática (Taylor
2005:18). El poder político efectivo depende cada vez menos de las
capacidades y la jurisdicción de los gobiernos nacionales, y en
determinadas cuestiones, para que éste sea eficaz es preciso
(re)negociar la autoridad y el poder entre las diversas fuerzas y
organismos, públicos y privados, que actúan en los planos nacional,
regional e internacional.

Hay que señalar que ese debilitamiento del Estado también es el
resultado de políticas que han tenido ese objetivo, y que se han ins-
pirado en la concepción neoliberal, que busca reducir al máximo el
papel del Estado, subordinándolo al libre juego de las fuerzas del
mercado. En el caso de Centroamérica, para los países que salían de
las guerras de larga duración, el proceso de reconstrucción se hizo
muy complejo, en particular en lo que se refiere a la construcción
del Estado, en un contexto en el que se propugnaba la reducción del
mismo, y se le daba al el mercado un lugar central como el regula-
dor de los procesos sociales y económicos de esos países. Estas ten-
dencias obstaculizaron la creación de unos Estados fuertes, capaces
de responder a las necesidades de la población y de impulsar pro-
cesos de desarrollo que redujesen las desigualdades, que estaban
en el germen de los conflictos armados activos durante muchos
años. La debilidad institucional de algunos de ellos, en particular de
Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua, dificulta también la
cooperación internacional para hacer frente a estos problemas de
carácter global, como el crimen organizado y el tráfico de drogas.
Ello se debe a que estos países arrastran el inmenso legado de la
guerra, como la violencia, la corrupción o el tráfico de armas, al que
tienen que hacer frente, y esto les hace muy vulnerables para que
combatir las redes delictivas de carácter transnacional. 
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La globalización también ha agravado la desigual distribución de la
riqueza que caracteriza al sistema internacional, y ha acentuado la
polarización socioeconómica al interior de muchos países. Ha
supuesto una reestructuración global de la producción y del traba-
jo, en la que hay ganadores y perdedores. Se han generado extraor-
dinarios beneficios para ciertos países, regiones, sectores
productivos, y grupos sociales, al mismo tiempo que otros se han
empobrecido y se han visto empujados a la exclusión. Como afirma
Castells (1998) la globalización divide el mundo y las naciones,
entre ellas y al interior de cada una de ellas, en zonas polarizadas
de opulencia y pobreza, de inclusión y exclusión, de poder y vul-
nerabilidad, generando una fragmentación cada vez más profunda
del orden social, sea nacional, o internacional. No se trata sólo de
un problema de distribución desigual de los recursos, pues supone
negar todo un conjunto de derechos, en especial los derechos eco-
nómicos y sociales (Held,1997). En la actualidad, según cálculos del
Banco Mundial, casi la mitad de la población del planeta tiene que
malvivir con unos ingresos per cápita inferiores a dos dólares dia-
rios, y las diferencias entre ricos y pobres no dejan de aumentar. La
pobreza y la desigualdad impiden la consolidación de la democra-
cia y la plena realización de la ciudadanía. La participación política
supone la autonomía del individuo, y ésta no existe allí donde no se
dan unas condiciones mínimas de vida sin las que no es factible el
disfrute real de los derechos políticos. 

En algunos contextos, estas dinámicas de exclusión se encuentran
entre las causas de la frustración y la desesperanza de amplios seg-
mentos de la población, especialmente de los jóvenes, a los que ni
el sistema educativo, ni el mercado de trabajo les ofrece opciones
para integrase en la economía y en la sociedad. Al mismo tiempo,
se les incita al consumo, en un contexto en el que ciertas activida-
des delictivas suponen dinero rápido y una particular forma de afir-
mación y prestigio social. Además, hay pocos riesgos de que se
termine en la cárcel a causa de la ineficacia o la corrupción de la
policía y la debilidad del sistema de justicia penal. Se trata de un sis-
tema de incentivos perverso, que explica que como respuesta a
estos surjan fenómenos como las maras, el feminicidio o el creci-
miento de crimen organizado ligado a la violencia social en la región
(Kruijt, 1999).

Se podría argumentar que ninguno de estos factores explicaría, por
si sólo, el crecimiento de las actividades ilícitas transnacionales, ni
de la violencia que ello comporta. Pero lo que sí lo explica es la
funesta combinación de crisis social, debilidad del Estado y crisis de
gobernabilidad, liberalización y menor control en las transacciones
y en los flujos transfronterizos, y la creciente interconexión y poder
de las organizaciones delictivas. Centroamérica está afectada por
esta combinación de factores, que hace muy compleja la búsqueda
de respuestas a la creciente violencia que afecta a la región.
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LA TRANSNACIONALIZACIÓN Y LA DESTERRITORIALIZACIÓN DE LAS ECONOMÍAS ILÍCITAS

Y DEL CRIMEN ORGANIZADO

El aumento de la violencia social ligada a actividades delictivas ha
aumentado debido a la diversificación de estas actividades y a su
mayor alcance. Las organizaciones criminales operan internacional-
mente de igual modo que las empresas transnacionales, pueden
vincularse a éstas, e incluso competir con ellas en áreas específicas
del mercado (Rojas Aravena 2006: 10-11). En estas redes globales
de actividades ilícitas se encuentran organizaciones con arraigo
nacional, regional y étnico, la mayoría con una larga historia, entre-
lazada con la cultura de países y regiones específicas, su ideología,
sus códigos de honor y sus mecanismos de vinculación (Castells
1998:231). Durante largo tiempo, su estrategia fundamental fue
penetrar en las instituciones nacionales y locales del Estado en su
países de origen, estableciendo una profunda conexión con las
redes locales. Sin embargo, la globalización ha modificado la estra-
tegia institucional del crimen organizado y de las actividades ilíci-
tas. La interconexión global entre las organizaciones y su alta
flexibilidad y movilidad, les ha permitido sobrevivir y prosperar en
el ámbito internacional, eludiendo las regulaciones nacionales y
actuando allí donde las condiciones resultan más favorables. Los
mercados ilegales nacionales se han fusionado horizontalmente
para formar un único mercado mundial. Como afirma Susan Strange
“Existe una especie de sociedad internacional anárquica de mafias y
durante los últimos años el crimen organizado ha pasado de tener
una base económica local y regional a tener una base económica
global (Strange 2001: 165).

La Cosa Nostra siciliana, la mafia estadounidense, la jakuza japo-
nesa, los cárteles de Colombia y México, las redes criminales nige-
rianas, las mafias rusas, los traficantes de heroína turcos, las
cuadrillas armadas de Jamaica y una variedad de agrupaciones cri-
minales regionales y locales de distintos países se han articulado e
interconectado en una red global diversificada, que trasciende las
fronteras y vincula negocios de toda clase, en particular el tráfico de
drogas. En cada país, y en cada región, las bandas y las redes de
bandas buscan las posibilidades de vincularse con unas cadenas
más amplias de actividades en este submundo que tiene una pre-
sencia dominante en muchos barrios y regiones, y que ha sido
capaz de adquirir y legalizar importantes activos en algunos peque-
ños países a través del blanqueo (Castells,1998).

Un factor clave en el crecimiento de los grupos criminales ha sido
el de las políticas represivas de los gobiernos nacionales. La renta-
bilidad siempre aumenta cuando el comercio de unos bienes o ser-
vicios está restringido y por lo tanto es preciso utilizar vías fuera de
la legalidad. En Centroamérica la línea adoptada por los gobiernos
de Guatemala, El Salvador y Honduras ha sido la de “mano dura”. En
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El Salvador, en julio de 2003 se adoptó el “Plan Mano Dura” dirigido
a las pandillas, que fue sustituido posteriormente por el “Plan Super
Mano Dura”, que incluía la participación del Ejército en operativos
conjuntos con la policía para la detención de las pandillas y maras.
En Honduras se aplicó el “Plan Libertad Azul” y en Guatemala el
“Plan Escoba”. Estos planes, que han supuesto un endurecimiento
de la legislación penal (por ejemplo, reduciendo la edad penal) y el
aumento de las políticas de represión no sólo no han funcionado,
sino que han agravado el problema, al aumentar los incentivos eco-
nómicos sin que se reduzcan significativamente la impunidad,
imponiendo además otros costes sociales.

Estas redes ilícitas están profundamente imbricadas en el sector pri-
vado, en la política y en los gobiernos a través del blanqueo y la
corrupción. Su influencia en la clase política es muy intensa y la vio-
lencia transnacional debilita la soberanía estatal y transforma pro-
fundamente los procesos de gobierno, llegando a determinar
procesos electorales, viciar la actuación de los tribunales, o parali-
zar el funcionamiento del Estado. La corrupción penetra en el entor-
no institucional en todos los niveles: desde las autoridades locales
y nacionales como la policía, las aduanas, la judicatura, la clase polí-
tica, la banca, o la prensa, entre otros. En ausencia de un poder esta-
tal firme, las redes del narcotráfico se hacen con el control de tantas
personas y organizaciones como les sean necesarias. “Para la mayo-
ría de estas personas, la alternativa entre obtener sumas de dinero
considerables o tratar de permanecer al margen, acosados por el
miedo y el terror, es demasiado fuerte para resistirse” (Castells,
1998). 

No existen normas internacionales eficaces que establezcan con-
troles efectivos a las actividades económicas delictivas, puesto que
se basan en los instrumentos nacionales y estos no son capaces de
afrontar un fenómeno que trasciende las fronteras. En la mayoría de
los Estados, la legislación nacional se basa en concepciones tradi-
cionales de la soberanía, por lo que no pueden ser eficaces para
combatir este fenómeno, dada su naturaleza transnacional.
Además, las medidas que se han adoptado para perseguir estos
delitos, centradas en la represión de sus manifestaciones últimas, y
no en el conjunto de sus causas, cada vez resultan menos efectivas. 

Para afrontar eficazmente estas cuestiones, debido a su carácter
transnacional, se requieren de respuestas globales y coordinadas.
Sin embargo, esta coordinación resulta sumamente compleja por-
que las organizaciones internacionales y los marcos de cooperación
intergubernamental vigentes —conferencias intergubernamentales,
tratados internacionales, regímenes…—, tienen carácter subsidiario
respecto a los Estados miembros y permanecen subordinados a una
concepción clásica de la soberanía estatal. En ausencia de normas
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vinculantes e instituciones efectivas, los incentivos para el compor-
tamiento oportunista o de “free rider” debilita la cooperación inter-
nacional. La seguridad, al igual que los otros bienes públicos
globales, como la salud, o el medio ambiente requieren para su pro-
visión de marcos de gobernación supranacionales, de los que care-
ce el sistema internacional. Esto hace que resulte muy complejo
encontrar respuestas globales a esta violencia de carácter transna-
cional. Al mismo tiempo el Estado no es capaz de resolver por si
sólo estas cuestiones. Hasta el momento, la mayoría de los enfo-
ques de los programas que se llevan a cabo son de carácter local e
ignoran los ámbitos regionales desde los cuales se podrían impul-
sar acciones concertadas. Esta situación es muy visible en la región
centroamericana, con unos marcos institucionales muy débiles para
asumir programas regionales para afrontar la violencia, pero estos
son imprescindibles para hacer frente al narcotráfico, al tráfico de
armas y personas.

UNA APROXIMACIÓN A LA VIOLENCIA EN CENTROAMÉRICA EN EL MARCO DE

LA INVESTIGACIÓN PARA LA PAZ

La Investigación para la Paz define la violencia como la manifesta-
ción de una conducta determinada que persigue resolver las incom-
patibilidades por la fuerza. La violencia se refiere al uso de la fuerza
o a la amenaza abierta u oculta de utilizarla, o de hacer un daño
(físico, psíquico o moral) con la finalidad de obtener de los otros,
algo que no consienten hacer libremente. La violencia, por tanto, no
es solamente un determinado tipo de acto, sino también una deter-
minada potencialidad. No se refiere sólo a una forma de “hacer”,
sino también de “no dejar hacer”, de negar potencialidad. (Galtung,
1985; Lederach, 1984, Fisas, 1998). Esta identificación de la violen-
cia con la imposibilidad de realización de la persona por una caren-
cia de condiciones o factores, puede inducir a que en ocasiones esa
persona entre a formar parte del grupo generador de actos violen-
tos que impedirán la realización de otros, desarrollando así un ciclo
de la violencia del que resulta difícil salir. 

La violencia ha sido considerada también como una forma de ejer-
cer el poder que se manifiesta en lo cultural, lo económico, lo polí-
tico y en lo social (Lederach, 1984). Es el desequilibrio en el reparto
del poder lo que corrompe y produce violencia. Los sistemas demo-
cráticos tienden a contar con mecanismos que limitan la concentra-
ción del poder en determinadas estructuras y disponen de formas
de regulación que facilitan la distribución del mismo y la participa-
ción de los ciudadanos en las instituciones. Sin embargo, en los con-
textos de conflictividad, el desequilibrio de poder impide una
regulación positiva del conflicto y por lo tanto una parte impone su
solución a la otra.
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Uno de los aportes que se hicieron desde el ámbito de la
Investigación para la Paz ha sido la distinción entre la violencia
directa (agresión directa visible), la violencia estructural (que proce-
de de las estructuras económicas, sociales y políticas) y la violencia
cultural (valores, ideas y símbolos que legitiman la violencia)
(Galtung, 1969 y 1985). La violencia directa puede ser un indicador
del nivel de violencia estructural y cultural, porque al ser visible tie-
ne un gran impacto en los medios de comunicación y con frecuen-
cia la violencia directa deviene en la creación de estructuras injustas
y desiguales.

LA VIOLENCIA DIRECTA

La violencia directa es aquella que es visible y se refiere a actos de
destrucción física y/o verbal, de agresión o coacción. Se puede pro-
ducir en el ámbito privado, como la violencia contra las mujeres y
los niños; o bien en el ámbito público en el barrio o ciudad como
son los delitos comunes, los homicidios, los asaltos, y los lincha-
mientos.

La violencia puede ejercerse de forma individual o colectiva.
Cuando es de carácter colectiva se vincula a grupos de la sociedad,
como las bandas juveniles, grupos paramilitares, guerrilleros que
participan de la violencia de forma pública, al ser un signo identita-
rio y de cohesión grupal. La violencia también puede ser ejercida
por el Estado, a partir de los aparatos de seguridad, como la policía
y el ejército. En Centroamérica ambas instituciones tienen un largo
historial de abusos, violaciones de los derechos humanos, torturas,
desapariciones, y secuestros, que con la llegada de la democracia
fueron superados, pero todavía persisten importantes secuelas y
algunos de los responsables de aquellas atrocidades permanecen
todavía en las estructuras de mando. Este es uno de los factores que
explican la violencia en la región.

Y por último está la violencia directa de carácter transnacional, que
es ejercida por diversos actores de carácter global, que a partir de
las redes del crimen organizado, el narcotráfico y el tráfico de per-
sonas actúan más allá de las fronteras y se caracterizan por ser
extremadamente violentas. Esta violencia de carácter transnacional
se vincula con otras formas de violencia social y va en ascenso en
la región centroamericana.
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LA VIOLENCIA ESTRUCTURAL

Siguiendo a Galtung (1985) la violencia estructural es aquella que
surge dentro de la estructura social y se manifiesta como un poder
desigual y, consiguientemente, como oportunidades de vida distin-
tas para unos y otros. Los recursos están desigualmente distribui-
dos y sobre todo, está desigualmente repartido el poder de decisión
acerca de las distribución de los recursos. También se refiere a la
explotación, represión, marginación, fragmentación, malestar social
y pobreza, es decir a los problemas derivados de la propia estruc-
tura del sistema internacional y del propio país. Esta violencia es
distinta de un lugar a otro, ya que la estructura interna es diferen-
te, pero comparten aspectos comunes derivados de las propias
dinámicas de globalización. En sentido amplio, podriamos decir que
el rasgo principal que define a la violencia estructural es la des-
igualdad en un contexto de intensificación de los procesos de glo-
balización.

Cuando Galtung (1998) enuncia que la violencia significa una dife-
renciación entre realización y potencialidad, podemos decir que en
el plano internacional, el incremento de la desigualdad entre países
ricos y pobres y la desigualdad interna dentro de los propios países
pobres, presenta un panorama de inestabilidad en el que la violen-
cia se manifiesta de múltiples formas. La falta de expectativas de los
jóvenes, el desempleo, el crecimiento del sector informal, la falta de
acceso a la educación o salud son algunos de los factores que ali-
mentan la violencia, en sociedades con un futuro incierto, en el que
la única forma que se ofrece a los sectores excluidos del bienestar
de insertarse en la globalización es a partir de actividades ilícitas o
violentas. El debilitamiento del Estado y la reducción del gasto
público ha limitado el acceso de la población a servicios que son
básicos para su supervivencia y bienestar. La desaparición paulati-
na de las redes de seguridad social que protegen a los sectores más
vulnerables ha provocado la polarización de la sociedad en todas
sus dimensiones, aumentando la brecha entre ricos y pobres. 

La adopción del Consenso de Washington, a partir de la crisis de la
deuda de 1982 ha generado altos niveles de violencia estructural1.
Este modelo ha acentuado la hetereogeneidad y polarización de las
economías y las sociedades, agrandando la brecha económica,
social, tecnológica, de productividad e ingreso, de nivel de renta y
acceso a los activos productivos como el capital y la información. Es
un modelo social y económicamente excluyente, incapaz de gene-
rar equidad, y por lo tanto altamente inestable y con un elevado
potencial de conflictividad política y social. El incremento de la des-
igualdad entre países ricos y pobres y la desigualdad interna dentro
de los propios países pobres, presenta un panorama de inestabili-
dad en el que la violencia se manifiesta de múltiples formas
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(Sanahuja 2000:40). America Latina es uno de los continentes mas
desiguales del planeta y dentro de ella, Centroamérica es una de las
regiones en el que los índices de desigualdad son más altos. En este
sentido es preciso tener en cuenta esta situacion como uno de los
factores generadores de violencia e inestabilidad. La actual crisis
económica acrecienta esta desigualdad y tiene un mayor coste para
los sectores mas vulnerables y pobres de la sociedad.

LA VIOLENCIA CULTURAL

La violencia cultural se refiere a aquellas actitudes, ideas, valores
que promueven, legitiman y justifican la violencia en su forma direc-
ta o estructural. La violencia cultural es la suma total de todos los
mitos, de gloria y traumas, que sirven para justificar la violencia
directa (Galtung: 1998). La violencia se enseña y se aprende, se pue-
de transmitir de generación en generación, asociándose a la virili-
dad, y al heroísmo. Tiene que ver con códigos y símbolos de grupos
y colectivos y está relacionada con la guerra. (Fisas, 2002; Mayor
Zaragoza, 2000).

El alcance global de las redes de telecomunicaciones permiten
difundir imágenes y mensajes por todo el planeta. Uno de los ras-
gos de estas imágenes y mensajes ha sido la proliferación de aque-
llas que legitiman la violencia en las sociedades del Norte y del Sur.
La violencia cultural se construye y difunde a partir de los cientos
de peliculas y series de televisión en los que el uso de la fuerza, los
asesinatos y los homicidios, o las peleas son el patrón común de
comportamiento. Esta cultura global se extiende a Internet, a los
videojuegos y a los comics, en el que la ficción y la realidad se con-
funden, y donde las torturas, peleas, y ejecuciones son la forma
común de comportamiento. Se trata de un modo muy simplificado
y primario de mostrar la violencia, en el que se esquematiza la rea-
lidad a a través de una confrontación maniquea entre buenos y
malos. (Carrión 2003: 64). 

Esta cultura de legitimación del uso de la fuerza, de construcción de
identidades violentas, machistas se ha ido extendiendo cada vez
más y supera las fronteras territoriales constituyendo una cultura
global de la violencia. Esto hace que en algunos contextos en el que
las actividades ilícitas tienen una fuerte implantacion, “los crimina-
les de éxito” se hayan convertido en modelos de referencia para los
jóvenes. En los barrios marginales de las ciudades latinoamerica-
nas, los jovenes excluidos sienten una gran fascinación por la vio-
lencia, asociada a la virilidad y a estilos de vida de riesgo, así como
a la obtención de dinero fácil, que le son negados de otro modo.
Este ha sido el caso de algunos narcotraficantes y paramilitares en
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Colombia, que tenian una presencia pública importante y financia-
ban proyectos sociales en áreas marginales, por lo que eran un
modelo de referencia social2; o el caso de las maras en Centro -
américa. Como afirma Castell (1998): “En un mundo de exclusión, y
en plena crisis de legitimidad politica, los limites entre la protestas,
los modelos de gratificación inmediata, la aventura y el crimen se
vuelven cada vez mas borrosos” (Castell 1998:242).

Estas tres formas de violencias nos ofrecen un marco adecuado para
analizar la violencia en Centroamérica desde distintos enfoques: sus
manifestaciones y fisonomía (violencia directa), sus causas y conse-
cuencias (violencia estructural) y la legitimación de la violencia a
escala local y global (violencia cultural). En este informe se analiza-
rán las diferentes formas de violencia asociadas a actividades trans-
nacionales e ilícitas, como el crimen organizado, al narcotráfico y al
tráfico de personas que se dan en la región; se analizarán las cau-
sas estructurales y los factores que explican esa situación y realiza-
rán algunas recomendaciones para seguir avanzando en la
reducción de la violencia.

LA FISONOMÍA DE LAS MÚLTIPLES VIOLENCIAS EN CENTROAMÉRICA

La violencia no es un fenómeno nuevo para Centroamérica, pero lo
que sí resulta novedoso es la naturaleza y las nuevas formas que ha
adquirido ésta en el contexto de la globalización. Esta región ha
alcanzado una tasa de homicidios de las más altas del mundo y un
sentimiento generalizado de inseguridad por parte de la población.
Esto ha sido particularmente intenso en El Salvador, Guatemala y
Honduras (en el llamado “triángulo norte”) donde la tasa de homici-
dios es cinco veces superior al resto de los países del itsmo y don-
de la violencia estralegal es también más elevada (Programa Estado
de la Nación, 2008). El alto número de homicidios tiene una relación
directa con el tráfico de drogas y es más elevado en aquellas zonas
en el que el narcotráfico extiende sus redes. Centroamérica se ha
convertido en un importante lugar de tránsito de drogas ilegales. La
región es un corredor que enlaza el Norte con el Sur, así como el
Gran Caribe y esto ha favorecido que se haya pasado a ser un puen-
te estratégico del paso de la droga que se dirige a Estados Unidos.
Las amplias zonas de selva en algunos países como Guatemala, y
sus fronteras porosas, con un reducido o nula presencia de las ins-
tituciones del Estado, han permitido que algunos lugares del país
pasen a manos de estas organizaciones delictivas que operan apro-
vechando las ventajas que les ofrece la globalización para crecer y
expandirse. El alto número de homicidios que se produce en
Escuintla, en la costa del Pacífico, en el Petén (zona selvática, mal
comunicada, en la que se camuflan los aeródromos clandestinos) e
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2. Este fue el caso de Pablo Escobar, 
uno de los jefes de cartel de droga de Medellín
en Colombia. Era considerado por la población,
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como un héroe. Construyó algunas iglesias 
en Medellín, llevo a cabo algunos programas
sociales en los barrios, esponsorizó el equipo
de football, financió la construcción de campos
de fútbol.  A pesar de sus actividades crimina-
les gozaba de una gran popularidad. 



Izabal en la costa del Caribe, son las tres zonas principales por las
que transita la droga en Guatemala. Además, los homicidios en
Guatemala se realizan a través de sicarios, o asesinos a sueldo y se
da la peculiaridad de que en muchos de ellos, las víctimas primero
son torturadas. Según el Proyecto Estado de la Región (2008) entre
el 2002 y 2006, en Guatemala la tasa de homicidios por 10.000
habitantes fue de 4,5 y sufrió un incremento del 50% y además se
utilizaron la tortura y las prácticas sádicas, en una parte importan-
te de ellos. Las mujeres, en particular, son con frecuencia mutiladas.
Esta es una práctica que tiene su origen en el periodo de contrain-
surgencia, en el que los escuadrones de la muerte ligados al Estado,
utilizaron la tortura, las desapariciones y actos de una crueldad sin
límites, como parte de la estrategia de guerra. En El Salvador entre
2002 y 2006, según el mismo informe, la tasa de homicidios por
10.000 habitantes fue de 5,6, con un incremento del 81%. En las
provincias de la Libertad y Sonsonate, que tienen puertos y que
están bien conectadas para que la droga pueda transitar en su 
camino hacia los Estados Unidos, el número de homicidios es
mucho mayor que en otras zonas, y se relaciona con el tráfico de
drogas y la posesión de armas ligeras (ONUDD, 2007). Sin embar-
go, en Honduras, la tasa de homicidios, disminuyó en un 22% con
un porcentaje de 4,3 por 10.000. (Proyecto Estado de la Región,
2008: 481).

Pero la violencia no sólo ha crecido, sino que también se ha diver-
sificado y sobre todo se han producido vínculos cada vez más fuer-
tes entre la violencia social y la violencia con vínculos
transnacionales asociada al narcotráfico, al tráfico de armas y otras
actividades ilícitas. Coexisten formas tradicionales de delitos con
una organización muy precaria, con otras más modernas de carác-
ter global, que tienen una organización más compleja y cuentan con
mayores y variados recursos, y además están infiltradas en la socie-
dad y en el Estado en general. Se trata de las redes ilegales que
comercian con armas, drogas ilícitas, sexo, artículos robados, o de-
sarrollan la industria del secuestros y del “ajuste de cuentas”. Por la
vía de los mercados ilegales se están creando verdaderas empresas
transnacionales del delito (Carrión, 2003: 70). 

Uno de los rasgos de la violencia en Centroamérica es que la mayor
parte de los crímenes son realizados por jóvenes entre 18 y 23
años. Al mismo tiempo, son los jóvenes los que registran las tasas
más altas de mortalidad por homicidio en la región, convirtiéndose
en sus principales víctimas. Entre los factores de riesgo para la cri-
minalidad juvenil se encuentran el abandono escolar, el desempleo
juvenil, el acceso al consumo de alcohol y de drogas y la disponibi-
lidad de armas de fuego. La tasa de desempleo juvenil en El
Salvador, entre 1990 y 2005 pasó del 18% al 15 %; en Honduras de
10,7% al 10,9% y de Guatemala no se disponen datos.
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Otros factores de riesgo están asociados a la cultura de la violencia
como medio para resolver los conflictos y cuyos valores se sociali-
zan en el hogar, la escuela, la comunidad y los medios de comuni-
cación (Buvinic et. al, 2000). Precisamente, las maras son una
expresión de esa cultura de la violencia, porque la pertenencia a la
misma se produce a partir de la ejecución de acciones violentas. Las
maras suponen una amenaza a la seguridad ciudadana por su acti-
vidad delictiva, basada principalmente en la extorsión a la pobla-
ción (pago por protección) y en el control de áreas urbanas
específicas. Su estética, simbología y su apelación a la violencia ha
favorecido que se sobredimensione su papel en el incremento de la
violencia. Sin embargo, sus nexos con el narcotráfico no están cla-
ros, aunque algunos informes han documentado un cierto vínculo
en la distribución de la droga en el plano local (US Department of
State, 2006). Además las maras carecen, al por menor, de la capaci-
dad operativa para el tráfico internacional de drogas. Su ambito de
acción es local (Proyecto Estado de la Región 2008: 474; ITAM y
CEPI, 2007).

Otro de los rasgos de la violencia en la región es el feminicidio, es
decir, la victimización de las mujeres a causa de su sexo. Este fenó-
meno se da principalmente en Guatemala, en donde se estima que
más de 2.781 mujeres han sido asesinadas en Guatemala desde
2000. Estas cifras ha ido en aumento, pasando de 213 casos en
2000 a 359 para agosto de 2006 (PDH, 2006:12). La mayoría de los
asesinatos se concentran en la Ciudad de Guatemala (el 45.9%) o
sus proximidades, en Escuintla (7,8%) y en San Marcos (el 3%), un
departamento que tiene frontera con México (PNC, citada en
Muralles y Violeta, 2005: 63), lo cual se puede tomar como indicio
de la naturaleza urbana del fenómeno y de su posible conexión al
crimen organizado. La Federación Internacional de los Derechos
Humanos (FIDH, 2006) apuntan a los denominados “cuerpos ilega-
les y aparatos clandestinos de seguridad” en conexión con el crimen
organizado y las pandillas juveniles en calidad de ejecutores como
los principales responsables de la violencia contra las mujeres.

Estas diversas formas de violencia, que afectan principalmente a
Guatemala, Honduras y El Salvador, pero que se extienden de dis-
tinto modo por toda la región, tienen como consecuencia que la
seguridad pública haya pasado a ocupar un lugar central en la agen-
da de reivindicaciones y demandas sociales en toda la región. No es
un fenómeno exclusivamente centroamericano sino que también
está presente en otros países de América Latina. Como mostró el
Latinobarómentro de 2007, por primera vez, la violencia y la inse-
guridad ciudadana han desplazado al desempleo como la principal
preocupación de los latinoamericanos. En países como Guatemala,
las medidas para abordar la violencia en el país fue una de las prin-
cipales cuestiones que marcaron la campaña electoral de los dos
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principales candidatos, Álvaro Colom y Otto Perez Molina durante
2007. Esta situación hace que la violencia se instrumentalice políti-
camente al servicio de otras agendas y la centralidad de esta cues-
tión tiene un coste de oportunidad muy elevado respecto a otros
problemas que, sin embargo, se encuentran entre las “causas pro-
fundas” de la violencia y que no son abordados adecuadamente. Al
mismo tiempo, las políticas de seguridad pública, con un enfoque
eminentemente represivo, debilitan y deslegitiman el Estado de
Derecho. El elevado número de linchamientos que se ha producido
en ese país ⎯una dramática expresión de violencia social⎯ revela
la desconfianza existente en la policía y los jueces, pero también
cuán arraigada está la cultura de la violencia (Godoy, 2006). 

El incremento de la violencia asociada a actividades ilícitas como el
narcotráfico, el tráfico de personas y el tráfico de armas se ha con-
vertido en uno de los principales desafíos al que tienen que hacer
frente los gobiernos centroamericanos, particularmente aquellos
que tienen un pasado reciente de conflictos y cuya institucionalidad
es muy débil. Esta situación tiene también importantes implicacio-
nes para la comunidad internacional en su conjunto. 

LA LUCHA PERDIDA CONTRA EL NARCOTRÁFICO

Según reconocen diversos estudios, la lucha contra el narcotráfico
no parece avanzar, no sólo en Centroamérica sino a nivel global. En
un informe realizado por la Comisión Europea (Reute y Trautman,
2009) se plantea que a escala mundial, la lucha contra las drogas
está más o menos en la misma situación que en 1998. Hay pocas
pruebas de que los controles a la producción y el tráfico puedan
reducir la producción global de las drogas. Tan sólo han logrado la
redistribución de las actividades y han generado un desplazamien-
to de los traficantes hacia lugares con poca presencia estatal. En tér-
minos económicos, la prohibición incrementa los costes de
transacción, y con ello, la expectativa de beneficio, por lo que pue-
de ser lógico en el plano político, no lo es en el plano económico: la
prohibición misma genera incentivos para el tráfico. Por otro lado,
un indicador tan preciso como el precio no deja lugar a dudas: si la
interdicción tuviera éxito y ello se traduce en menor oferta, el pre-
cio mayorista y al por menor debería incrementarse, pero ha ocu-
rrido lo contrario, tanto allí donde la demanda ha permanecido
estable, como cuando ésta ha aumentado. De 1990 a 2006, en los
principales mercados de consumo o destino, las drogas se volvie-
ron entre un 10% y un 30% más baratas y no parece que sean más
difícil de conseguir que en el pasado (ONUDD, 2008). 

De igual modo, el informe de la Comisión Latinoamericana sobre
Drogas y Democracia (2008) plantea que la lucha contra el narco-
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tráfico es “una guerra perdida” que exige un cambio de paradigma
en materia de políticas públicas. El informe explica como las políti-
cas prohibicionistas basadas en la represión de la producción y en
la interdicción al tráfico y a la distribución, así como la criminaliza-
ción del consumo no han funcionado. Las políticas públicas deberí-
an estar menos centradas en acciones penales y ser más
incluyentes en el plano social. Esta Comisión, integrada por 17 des-
tacadas personalidades entre los que se encuentran los expresiden-
tes de Brasil, Fernando Henrique Cardoso y de México, Ernesto
Zedillo reclaman un nuevo enfoque en la lucha contra las drogas
centrado en tres ejes: tratar el consumo de drogas más como una
cuestión de salud pública, y menos como un mero problema de
orden público; reducir el consumo mediante acciones de informa-
ción y prevención; y centrar la represión sobre el crimen organiza-
do. También se propone una mayor cooperación regional. Es
precisamente este uno de los aspectos que resalta el informe reali-
zado por International Crisis Group (IGC) Las drogas en América
Latina: Perdiendo la lucha (2008). Este informe subraya que la insu-
ficiente cooperación y coordinación internacional —en especial
entre Estados Unidos y Europa, pero también entre éstos y América
Latina— ha resultado muy ventajosa para las redes de narcotráfico,
que han aumentado su poder en los últimos años. La inexistencia
de una visión compartida sobre el problema y sobre la forma de
abordarlo impide que se de una respuesta concertada que es indis-
pensable para afrontar con éxito el crimen transnacional.

En Centroamérica el enfoque que ha predominado en la lucha con-
tra el narcotráfico ha sido el prohibicionista, en parte como resulta-
do de la fuerte influencia de Estados Unidos. Como explica el
Informe del Estado de la Región (2008:473) la política de los
Estados Unidos en su combate contra el narcotráfico se caracteriza
por su enfoque militar, promoviendo una mayor participación de las
fuerzas armadas de los países en asuntos que son de carácter poli-
cial. La Iniciativa Mérida, firmada entre México y Estados Unidos en
2007 que también se extiende a Centroamérica, es precisamente
una expresión de este tipo de enfoque (Mesa, 2009). 
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LA PROLIFERACIÓN DE ARMAS LIGERAS

Las armas ligeras son las responsables de la mayor parte de los
homicidios que se producen en la región. Según International Action
Network of Small Arms (IANSA)3 se estima que hay 1,6 millones de
armas ligeras en Centroamérica, de las cuales sólo unas 500.000
están legalmente registradas. Muchas de estas armas proceden de
los conflictos armados de los años setenta y ochenta en El Salvador,
Guatemala y Nicaragua.

Según la Fundación Arias para la Paz y el Progreso (2006), en el 66%
de las muertes, suicidios y lesiones en la subregión, está presente
un arma de fuego, siendo los jóvenes la mayor parte de las vícti-
mas. El Salvador es el país que presenta la mayor proporción de víc-
timas por armas de fuego (27%), seguido por Guatemala (24%) y
Honduras (24%).

La creciente disponibilidad de armas ligeras ha permitido a los
delincuentes comunes disponer de armas muy sofisticadas que uti-
lizan para cometer delitos como secuestros, asaltos, o robos, que
producen lesiones muy graves y cuando no matan, producen heri-
das que suponen una larga y costosa curación. Por ejemplo en El
Salvador, el coste que supone el tratamiento por heridas con armas
de fuego equivale al 7% del presupuesto nacional en salud (IANSA,
2006). 

El alto número de homicidios ha llevado, en algunos casos, a legiti-
mar el uso de la fuerza por parte del Estado, al margen de los dere-
chos humanos, aplicando ejecuciones extrajudiciales, o
encarcelando a menores, entre otros hechos. También ha provoca-
do una ralentización de la transición democrática en algunos países,
que han declarado el “estado de emergencia” ante la creciente vio-
lencia o bien no han respetado parte de los acuerdos de paz, en
cuestiones como la organización de patrullas conjuntas de militares
y policías, que los acuerdos prohibían. Todo esto supone una seria
amenaza para la consolidación de las democracias centroamerica-
nas que cuentan con un largo historial de gobiernos autoritarios y
dictatoriales, a excepción de Costa Rica. 

Por su parte, los sectores más pudientes han recurrido a la contra-
tación de los servicios de seguridad privada, con el objetivo de pro-
tegerse a si mismos, ante la incapacidad del Estado de ofrecer
seguridad a la ciudadanía en su conjunto. Esto ha provocado un
incremento alarmante de las empresas de seguridad privada, que
con frecuencia se nutren de excombatientes, exmilitares y personas
que carecen de la formación para el uso de armas. Estas empresas,
junto con los grupos de vigilantes que han proliferado en toda la
región, carecen de una regulación adecuada, resulta difícil estable-
cer los límites de sus acciones, y con frecuencia cometen abusos y
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atrocidades que suponen una violación de los derechos humanos.
Además, muchos de ellos están involucrados en el comercio ilegal
de armas ligeras. 

La proliferación de armas ligeras se explica por diversos factores,
todos ellos interrelacionados entre sí. Por una parte, el legado de los
conflictos armados en la región durante la década de los ochenta y
noventa. Durante este periodo, la Unión Soviética y Estados Unidos
dieron una importante ayuda militar a los actores armados, que no
cesó hasta el fin de la Guerra Fría. Pistolas M-16, revólveres Ak-47
y granadas de mano fueron algunas de las armas que se proporcio-
naron durante los años en conflicto. El número exacto de armas de
este periodo se desconoce, dado que resulta muy complejo porque
los números de serie que permitirían identificarlas son a menudo
borrados o falsificados. Sin embargo, los programas regionales de
desarme llevados a cabo por Naciones Unidas, no lograron reducir
de forma significativa el arsenal de armas ligeras existentes en la
región y el número de armas recogidas fue muy reducido, en torno
a unas 10.000 (Godnick, 2003 y 2005). 

Junto a esto, la reintegración de los excombatientes a la vida civil
resultó muy difícil y con frecuencia fallida. Esto tuvo como conse-
cuencia, que muchos de ellos acabasen en las redes del crimen
organizado o bien buscasen empleo en las empresas de seguridad
privada, cometiendo abusos, e incrementando los niveles de vio-
lencia. 

Asimismo, el escaso control y vigilancia que existe en las fronteras,
particularmente entre Guatemala y México, permiten que las armas
puedan circular fácilmente. Otro de los factores que explican esta
situación ha sido, los vínculos entre el narcotráfico y el tráfico de
armas ligeras que utilizan rutas semejantes en sus actividades delic-
tivas (De León Escribano 2007: 331). Y por último, la ineficacia de
las fuerzas de seguridad, que carecen del tiempo, la capacitación y
los recursos necesarios para hacer frente a esta situación. Todo ello
ha contribuido a que la proliferación de armas ligeras en la región
se haya convertido en uno de los factores claves que explican la cre-
ciente violencia en algunos países, particularmente los llamados del
Triángulo Norte.

En Centroamérica existe un número importante de instrumentos
legales en materia de control de armas en la región (FLACSO, 2006).
Algunos de estos son: la Convención Interamericana Contra la
Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones,
Explosivos y Otros Materiales (CIFTA)-OEA, 1997; El Programa de
Acción de las Naciones Unidas para Prevenir, Combatir y Erradicar el
Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en Todos sus Aspectos,
ONU, 2001; La Declaración de La Antigua Guatemala de la
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Conferencia Regional para la Revisión de los Progresos Realizados
por América Latina y el Caribe en la Implementación del Programa
de Acción de las Naciones Unidas, 2006; el Reglamento Modelo
para el Control del Tráfico Internacional de Armas de Fuego, sus
Partes, Componentes y Municiones de la OEA, CICAD, 1998; y el
Código de Conducta de los Estados Centroamericanos en materia
de transferencia de armas, municiones, explosivos y otros materia-
les relacionados (SICA, 2006). Parece evidente que no es un proble-
ma de regulación, aunque todavía hay lagunas importantes, sino de
aplicación de esta normativa. Por lo tanto, es necesario asegurar el
cumplimiento de los compromisos adquiridos y armonizar las legis-
laciones nacionales en materia de procedimientos y requisitos para
la emisión de licencias de tenencia y porte de armas, para evitar que
existan resquicios legales que debiliten ese marco regulador.

La proliferación de armas ligeras es un fenómeno que afecta no sólo
la gobernabilidad interna de los países, sino que se convierte, por
su movilidad y volumen, en un riesgo para la estabilidad democrá-
tica de la subregión (De León-Escribano, 2007: 260). Es también uno
de los mayores obstáculos para el desarrollo porque desvía fondos
que son vitales para proveer de los servicios básicos a la población
para otros fines. La provisión de las seguridad no sólo es ineficien-
te, sino que es muy costosa, y ello comporta diversos costos de
oportunidad para una región en desarrollo, con imperiosas necesi-
dades sociales y económicas que satisfacer (Laurance, 1998).
Asimismo, el tráfico de armas de un país a otro plantea la necesaria
coordinación entre los gobiernos centroamericanos para hacer fren-
te a esta cuestión de forma común y eficaz.

EL TRÁFICO DE PERSONAS Y LA INMIGRACIÓN ILEGAL

El tráfico de personas es un fenómeno de carácter global, que resul-
ta muy lucrativo. Según la Oficina de Naciones Unidas para el
Control de Drogas y la Prevención del Delito (ONUDD, 2006; 2009)
se estima que el valor de esta actividad supone entre 5.000 a 7.000
millones de dólares al año, y es la tercera actividad más lucrativa
después del tráfico de drogas y armas. Tiene fuertes vínculos con
los grupos tradicionales del crimen organizado, aunque con fre-
cuencia esta relación tiende a minimizarse. Se desconoce el alcance
mundial del tráfico de personas, aunque se sabe que es muy supe-
rior a los datos que se tienen, dado que se trata de una actividad ilí-
cita y los datos existentes no son fiables. Hasta ahora se han
tomado como datos de referencia las personas identificadas por la
policía como víctimas del tráfico, así como aquellas arrestadas acu-
sadas de este delito.
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Centroamérica es un punto de tránsito muy importante para los
inmigrantes latinoamericanos que buscan cruzar la frontera hacia
los Estados Unidos (Oja, 2002: 4). Se estima que aproximadamente
500.000 inmigrantes latinoamericanos tratan de entrar en Estados
Unidos cada año a partir de la frontera (Ewing, 2004). En Guatemala,
el tráfico de personas adquiere la dimensión de un crimen de carác-
ter transnacional, con beneficios que fácilmente superan los del
comercio de drogas y con repercusiones igualmente serias sobre la
vida y bienestar de millones de personas. En general, el número de
personas dispuestas a migrar a través de las fronteras en busca de
una vida mejor ha aumentado, mientras que las condiciones eco-
nómicas en Centroamérica para la mayoría siguen empeorando.
Según datos de la ONUDD (2009) el número de personas identifica-
das por las autoridades guatemaltecas en 2006 como víctimas del
tráfico pasó de 255 personas a 800 personas en 2007; en El
Salvador entre 2005 y 2007, pasó de un 32% a un 50% para las
mujeres y de un 9% a un 32% para los hombres. Como se observa
el número de mujeres víctimas del tráfico de personas es muy supe-
rior al de los hombres. Esta situación, junto con un comercio inter-
nacional de sexo en auge y la demanda global por el trabajo barato,
ha sido capitalizada por las redes de tráfico de personas que ope-
ran a través de la región. 

Guatemala es un punto de tránsito para los inmigrantes centroa-
mericanos que buscan entrar a los Estados Unidos todos los años
(Oja, 2002:4). El viaje es peligroso y muchos nunca llegan o son
repatriados. Muchos de los inmigrantes hondureños, salvadoreños,
nicaragüenses y guatemaltecos retornados se encuentran “atrapa-
dos” en ciudades en las fronteras de Estados Unidos, México y
Guatemala. Algunos guatemaltecos se han implicado en las redes
de tráfico de personas o se han enriquecido con negocios legales e
ilegales que han surgido alrededor de estas redes. Algunos actuan
de coyotes o guías para los inmigrantes centroamericanos que bus-
can cruzar la frontera entre Guatemala y México y otros ofrecen
transporte, alojamiento, comida, sexo y asistencia general para la
falsificación de documentos y para negociar con las autoridades
locales. 

Por lo general, las redes de tráfico de personas utilizan las mismas
rutas que los narcotraficantes, lo cual tiene sentido cuando se con-
sidera que muchos de los individuos y organizaciones criminales
están implicados en ambas prácticas ilícitas. Más de 600 caminos
clandestinos que terminan en México, atraviesan el interior del terri-
torio de drogas en Guatemala a través de San Marcos,
Huehuetenango y Petén (Menocal, 2006). Además, un número cre-
ciente de víctimas del tráfico de personas han empezado a llegar de
afuera de Centroamérica, a partir de puertos como el de Ocós en la
Costa Pacífica. Se estima que miles de ecuatorianos hicieron este
viaje en 2005 y, para el cual los coyotes reciben hasta 5000 dólares
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por cliente (Menocal, 2006). En el mismo año, 513 chinos fueron
acusados de entrar a Guatemala con documentos falsos obtenidos
en Europa (Seijo, 2005).

EL COSTE SOCIECONÓMICO DE LA VIOLENCIA EN CENTROAMÉRICA

Para obtener una fisonomía de la violencia algunas organizaciones,
como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Organización
Panamericana de Salud (OPS) han evaluado su coste en el ámbito
político, económico, social y en la salud, entre otros. Este enfoque
ha permitido ampliar los análisis sobre la violencia y abrir nuevas
perspectivas.

El coste económico de la violencia alcanza niveles muy altos. El
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha estimado que el coste
de la violencia armada en América Latina se situaría entre los
140.000 y los 170.000 millones de dólares anuales, lo que vendría
a suponer el 12% del PIB anual regional (Buvinic y Morrison, 1999). 

La violencia en Centroamérica tiene un fuerte impacto negativo para
el desarrollo y para la sociedad en su conjunto. Como explica
Buvinic y Morrison (1999) y Buvinic (2008), en el plano macroeco-
nómico, la violencia provoca la reducción de la inversión extranjera
y nacional y disminuye el ahorro interno, perjudicando así las posi-
bilidades de crecimiento a largo plazo. Asimismo, los efectos mul-
tiplicadores de la violencia implican una menor tasa de participación
en el mercado laboral, una menor productividad en el trabajo y
menores ingresos en general. En el ámbito social, los efectos de la
violencia se observan en la transmisión intergeneracional de com-
portamientos violentos por medio del aprendizaje, que es particu-
larmente visible en el caso de la violencia contra las mujeres y niños
y niñas. La violencia también desincentiva la inversión de tiempo y
dinero en educación o en otras actividades sociales, erosionando
capital social4. Y tiene un fuerte impacto sobre la salud, que abarca
no sólo las heridas o mutilaciones, sino las consecuencias a largo
plazo, como trastornos mentales, adicción a las drogas, problemas
reproductivos, entre otros. Además, la atención a las diferentes for-
mas de violencia, obliga a realizar un mayor gasto en el sistema
policial o judicial, que podría ser destinado a actividades producti-
vas de carácter social y es un obstáculo para el desarrollo y la demo-
cracia. 

Los costes directos de la violencia abarcan el valor de bienes y ser-
vicios utilizados para prevenirla, el tratamiento a sus víctimas y la
captura y juicio de los perpetradores. En la publicación del BID rea-
lizada por Buvinic y Morrison (2000) se reseña el resultado de varios
estudios con las estimaciones de costos directos de la violencia. Por
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ejemplo, en El Salvador los gastos de las instituciones de gobierno,
los costos legales, las lesiones personales y las actividades de pre-
vención representaron más del 6% del PIB de 1995 (Cruz y Romano,
1997:32). En 2003, el coste estimado de la violencia armada fue de
1.717 millones de dólares, lo que equivale al total de la recaudación
tributaria y al doble de los presupuestos para ese año en educación
y salud juntos, y al 11,5% del PIB (PNUD, 2005). Según datos del
Banco Mundial (2004) en Guatemala, el coste creciente de la violen-
cia y el incremento de los delitos alcanza el 6,8 del PNB (incluye las
pérdidas asociadas a los delitos y su prevención), que es en lo refe-
rido a esos rubros, el más alto de Centroamérica (ONUDD, 2007:
76).

LA MEDICIÓN DE LA VIOLENCIA

Para tener una fisonomía de la violencia es necesario contar con los
datos claves que permitan interpretan las distintas formas de vio-
lencia y los principales factores que inciden en ella. Habitualmente
las cifras oficiales se basan en las estadísticas de la policía y por lo
tanto sólo incluyen los casos que son denunciados. La situación en
los distintos países centroamericanos hace que por distintos moti-
vos muchos casos no sean reportados a la policía por temor, por
considerar que no sirve de nada, o por miedo a represalias. Otro de
los problemas es que la propia definición de delito varía de un país
a otro, lo cual dificulta tener unos datos comparables. Se han impul-
sado algunas iniciativas en este sentido. Por ejemplo, la Oficina de
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) trata de supe-
rar esta dificultad a través de un cuestionario que unifica los distin-
tos tipos de delito y que es realizado por los propios países cada
dos años. Pero éste tiene muchas debilidades y además los países
más inestables son los que tienen más dificultad para proveer con
estadísticas adecuadas y es precisamente en esos países, donde los
problemas de violencia son peores. En ocasiones, los datos que se
recogen no tienen en cuenta la dimensión étnica (por ejemplo tasas
de homicidio por grupos étnicos) o la dimensión de género, en los
casos de feminicidio, que pueden ser esenciales para tener una
visión más completa de la violencia.

Por su parte, la Organización Panamericana de Salud (OPS) también
cuenta con sus propios datos y recogen el número de homicidios y
actos de violencia que se producen en la región. Dado que su defi-
nición de delito es más amplia, con frecuencia los datos que ofrece
son también más elevados (OPS, 1996, 2000, 2003).

La escasez de un sistema unificado de datos, contrasta con el tra-
tamiento mediático que se da sobre la violencia. La televisión, espe-
cialmente tiene una gran influencia en la construcción y desarrollo
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del sentimiento de inseguridad, porque los medios dedican mucho
tiempo a la transmisión de actos de violencia y su agenda informa-
tiva está sesgada hacia los temas de la inseguridad ciudadana. Esto
hace que haya una notable diferencia entre la percepción de inse-
guridad de la población y los datos reales de víctimas (Proyecto
Estado de la Región, 2008: 476-477).

LA VIOLENCIA ESTRUCTURAL: VIEJAS Y NUEVAS CAUSAS DE LA VIOLENCIA EN

LA REGIÓN

Como ya se ha indicado, la gravedad de la violencia en
Centroamérica es la expresión de los problemas sociales y políticos
tradicionales de la región, como las fracturas sociales que la carac-
terizan, con una elevada tasa de pobreza y desigualdad. Pero ade-
más también hay otros factores que explican la violencia que se
asocian en primer lugar al legado de los conflictos armados en las
últimas décadas. En segundo lugar, a la debilidad de las institucio-
nes que se manifiesta en vacíos de autoridad que son ocupados por
las distintas organizaciones criminales, que imponen su ley y orden.
Y en tercer lugar, a la ineficacia y la corrupción que minan a los cuer-
pos policiales y a la administración de justicia. 

Todos ellos son factores relacionados entre sí, y ninguno de ellos
podría explicar por sí solo este incremento de la violencia, pero
como ya se indicó al inicio de este informe, es precisamente esta
interrelación entre ellos, junto con un nuevo contexto internacional
marcado por la globalización, lo que ha hecho que este fenómeno
resulte mucho más complejo y también mucho más difícil de encon-
trar soluciones efectivas. Se trata de una violencia estructural que
requiere de una transformación de las estructuras injustas y des-
iguales existentes en la región.

EL LEGADO DE LA VIOLENCIA Y CRIMINALIDAD TRAS LAS GUERRAS CIVILES

Las prolongadas guerras civiles de los países centroamericanos han
dejado un legado de violencia y criminalidad y un gran número de
armas de guerra, que son ahora utilizadas para actividades delicti-
vas. Desactivar las causas profundas de la violencia resultó muy
complejo. Este legado y el impacto que ha tenido sobre el incre-
mento de la violencia se manifiesta de diversas maneras: 

1. La violencia política a lo largo de los años, ha hecho que la pobla-
ción que ha estado expuesta a la brutalidad, normalice la violen-
cia como un patrón de comportamiento. La militarización de la
sociedad se manifestó en una cultura de la violencia que impreg-
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nó todos los ámbitos de la vida social. La violencia en la vida coti-
diana, en los hogares, contra las mujeres y los niños; la utiliza-
ción de técnicas contrainsurgencia en los homicidios y acciones
violentas que se producen en la región siembran el horror y
recuerdan los peores años del conflicto. Se entra así, en el círcu-
lo de la violencia, en el que las víctimas pasan a ser perpetrado-
res, retroalimentándose mutuamente durante años y generando
así más sufrimiento y dolor.

2. El pasado autoritario genera una gran desconfianza hacia el
Estado por parte de la sociedad. En Centroamérica durante la
Guerra Fría se aplicaron políticas de seguridad basadas en la
Doctrina de la Seguridad Nacional, en el que las Fuerzas Armadas
y la policía violaron los derechos humanos con total impunidad,
distorsionaron la naturaleza, las herramientas y las habilidades
de las instituciones de seguridad pública y de justicia penal, inca-
pacitándolas para enfrentar el crimen en el marco del respeto de
los derechos humanos (Rosada-Granados, 2004:45). Los gobier-
nos autoritarios existentes en la región durante la década de los
setenta y ochenta, toleraron durante el conflicto la corrupción de
la policía y de los aparatos de seguridad del Estado que realiza-
ban labores de contrainsurgencia. Además, en tiempos de guerra
los militares asumieron tareas relacionadas con el control de la
seguridad pública interna. Con la llegada de la democracia, aun-
que la situación cambió y se llevaron a cabo depuraciones en el
ejército y la policía, la corrupción y los abusos han persistido has-
ta la actualidad. La reducción de los ejércitos, que habían crecido
de forma desproporcionada por la ayuda militar recibida durante
los años de guerra, hizo que algunos militares mantuviesen su
poder, ligándose a las redes ilícitas, asociadas a las drogas o al
tráfico de armas. De igual modo, la participación del ejército en
las tareas policiales se mantiene en algunos países (incluso
incumpliendo los Acuerdos de Paz, que lo proscribían expresa-
mente, como es en el caso de Guatemala). Además, la inseguri-
dad puede llevar a que la población acepte y que incluso
demande la militarización de la policía y el uso de prácticas que
violan los derechos humanos. En Guatemala en 2003 se puso en
marcha el “Plan Escoba” orientado al control de las pandillas juve-
niles, las cuales han sido consideradas la mayor fuente de inse-
guridad ciudadana, por encima del narcotráfico y del crimen
organizado. En 2005 se lanzó el plan “Guatemala Segura”, apli-
cado por los servicios policiales y unos 1.900 militares, en un cla-
ro incumplimiento de los Acuerdos de Paz (Proyecto el Estado de
la Región 2008: 477). El miedo a la violencia hace que el apoyo
a las políticas represivas sea muy popular, incluso aunque aten-
ten contra las garantías legales básicas. Esto tiene profundas
implicaciones: la desconfianza en el sistema de seguridad y jus-
ticia, a partir de la militarización de la seguridad pública debilita
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la democracia y el Estado de Derecho y deteriora significativa-
mente el apoyo social a la democracia (PNUD 2004:46).

3. Con el fin de la guerra, se impulsó un programa de Desmo -
vilización, Desarme y Reintegración (DDR) en El Salvador y
Guatemala. Este proceso contó con un fuerte apoyo de la comu-
nidad internacional (Sieder, 2003; CRIES, 2009) sin embargo no
lograron insertar satisfactoriamente a todos los excombatientes
a la vida civil. La consecuencia de esto es que los actuales res-
ponsables de la violencia son en muchos casos actores no esta-
tales surgidos de procesos de desmovilización de las fuerzas
armadas, los paramilitares y los grupos guerrilleros, que operan
en enclaves urbanos pobres y marginales. En ocasiones estos
fueron reclutados, por las redes ilícitas que trafican con drogas,
o personas en la región. En el caso de Guatemala algunos de los
actores armados pasaron a formar parte de la nueva policía
nacional y esto supuso un obstáculo en el proceso de renovación
de la institución. Otros se integraron en las empresas de seguri-
dad privada, que debido a su escasa regulación cometen con fre-
cuencia violaciones de los derechos humanos y son un factor que
genera violencia e inseguridad. En otros casos, a pesar de las
depuraciones que se realizaron en el ejército a los responsables
del genocidio y de las grandes masacres, todavía algunos de
ellos siguen ocupando puestos de responsabilidad en los apara-
tos de seguridad del Estado. Esto ha tenido como consecuencia
que las instituciones que se ocupan de la seguridad no sean efi-
caces o, peor, estén corruptas y generen una gran desconfianza
en la población. 

4. Por otra parte, con la firma de los Acuerdos de Paz en Guatemala
y El Salvador se impulsaron proyectos productivos, pero no se
pudieron llevar a cabo las reformas estructurales previstas para
reducir la violencia, en temas esenciales como la reforma agraria
o fiscal y la desmilitarización de la sociedad. Como ponen de reli-
ve algunos análisis, en el caso de Guatemala, 10 años después
de la firma de los Acuerdos de Paz, muchas de las expectativas
creadas durante en el proceso no fueron cubiertas, y una parte
de los compromisos internacionales adquiridos no fueron cum-
plidos (Tamup, 2006; Sieder, 2003, Wenche y Thoresen, 2007). En
El Salvador, aunque el proceso democrático está consolidado, en
la actualidad el número de víctimas por violencia supera las que
se producían durante la guerra. Y en Honduras, el golpe de
Estado en julio de 2009 muestra la fragilidad del sistema demo-
crático y las dificultades que enfrentan para hacer frente a la vio-
lencia social y a la violencia de carácter transnacional que asola
a la región. 
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LA EXCLUSIÓN SOCIAL Y LA POBREZA

La exclusión social, la pobreza, la discriminación y la informalidad
constituyen un terreno fértil para las actividades ilícitas. En
Centroamérica, una parte importante de la población vive con
menos de dos dólares diarios. En Guatemala supone el 37%, de la
población, en Honduras el 44%, en El Salvador el 58% y en Nicaragua
el 80%. (CEPAL, 2006).

La pobreza y exclusión se agravó durante la década de los ochenta,
en lo que se llamó la década perdida para el desarrollo en América
Latina. Los programas de ajuste estructural y la crisis de la deuda
empobrecieron a amplias capas de las clases medias bajas y a los
sectores populares. Se produjo un aumento de la informalización de
la economía y aparecieron los nuevos pobres, procedentes de las
clases medias bajas, víctimas de las crisis y de las políticas de ajus-
te. La pobreza y exclusión se generalizó en América Latina. Entre
1980 y 2002 el numero de pobres en América Latina pasó de un
41% hasta 44 % (CEPAL, 2006:64). A partir de 2003 hasta 2008 la
pobreza se redujo como consecuencia del fuerte crecimiento expe-
rimentado en estos años, pero no alteró la pauta de desigualdad
existente. Ese crecimiento basado en el auge exportador de mate-
rias primas, tiene bases frágiles y se ha detenido con la crisis eco-
nómica de 2008- 2009, lo que augura un nuevo retroceso en las
cifras regionales de pobreza. 

Segmentos considerables de la población de América Latina sobre-
viven en la economía y sociedad informal donde la pobreza y la
exclusión es generalizada. En El Salvador la tasa de empleo informal
urbano en 2005 es del 56%, de ellos el 15% son jóvenes entre 15 y
24 años. El desempleo juvenil ha pasado entre 1990 a 2005, en El
Salvador de 12,7% a 19,3 %; en Guatemala del 7,1% al 11,1 % y en
Honduras, del 11,2 al 12%. (OIT, 2006: 55-59; 62-66 ; CEPAL, 2007:
39).

Aunque la pobreza, en si misma, no es causa de violencia, sin
embargo origina el caldo de cultivo para que esta pueda darse, si va
acompañada de otros factores como desempleo, hacinamiento
urbano, etc. (OPS, 1996 y Mc Alister, 2000, Aguilera, 2007). En
muchos casos, la violencia es producida por cambios importantes
en las formas de vida asociados a los cambios en el sistema de pro-
ducción y en el mercado de trabajo (Moser y Rodgers, 2005). 

Pero más que de pobreza se trata principalmente de desigualdad y
exclusión. Según muestran diversos estudios (Buvinic et al, 2002)
uno de los factores estructurales de riesgo de la violencia en
Centroamérica y en Latinoamérica en general, es la desigualdad de
ingresos, activos y oportunidades (BID, 1998). La relación entre la
desigualdad en las oportunidades educativas y la desigualdad en la
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distribución de ingresos tiene una influencia directa sobre la vio-
lencia (Moser y McIwayne, 2000). Cuando se da esta situación, se
genera tensión social e incentivos económicos que son factores
importantes para el robo, el asalto y el secuestro. De hecho, uno de
los indicadores más fiables sobre la correlación entre los niveles de
criminalidad y la pobreza es el grado de desigualdad en una socie-
dad. Como explica el Informe del Estado de la Región 2008: “Las
zonas afectadas por una alta exclusión social y territorial, donde
residen amplios contingentes de población joven sin acceso a opor-
tunidades educativas y laborales, potencian los factores de riesgo
del delito violento” (Proyecto Estado de la Región 2008: 491). 

La desigualdad de ingresos se muestra a partir del índice Gini, en el
cual el cero representaría el grado máximo de igualdad y el 100 el
grado máximo de desigualdad. Centroamérica es una de las regio-
nes más desiguales del mundo. Según los datos del PNUD (2007-
2008) el índice Gini se considera alto, entre los países que superan
el 50, entre ellos se encuentran Panamá (56,1), El Salvador (52,4),
Honduras (53,8), Guatemala (55,1). Namibia (74,3), Sierra Leona
(62,9) y Lesotho (63,2) se encuentran entre los más desiguales del
mundo. 

El caso de Guatemala es muy representativo de esta situación. Con
un índice de desarrollo humano que ocupa la posición 118, le sigue
por detrás Honduras que ocupa la posición 115 y el Salvador la
posición 103 y con unos ingresos relativamente altos, si se compa-
ra con el resto de países centroamericanos, sin embargo con los
peores indicadores en salud o educación. En Guatemala, la tasa de
mortalidad infantil es la más alta de la región, un 32 por cada 1.000
nacimientos; los niveles de analfabetismo alcanzan el 31% de la
población mayor de 15 años (Tamup, 2006:39). Y, además, estas
cifras no muestran la situación real, porque la pobreza se concentra
principalmente en la población indígena (PNUD, 2007-2008).

La exclusión social se manifiesta principalmente en el ámbito urba-
no. Es en la ciudad donde se concentra la pobreza y la brecha social
es más grande entre las elites, las barriadas, y las favelas. La vio-
lencia se asocia a la rápida urbanización, a la superpoblación, a los
asentamientos informales, a unos servicios saturados, los espacios
urbanos desregulados y la escasa protección de la población en
estas áreas marginales. En estas zonas urbanas, los recursos son
escasos y el acceso a ellos producen con frecuencia, enfrentamien-
tos entre los vecinos y violencia institucional (Moser y Rodgers,
2005). Esta situación se agudizó a partir de la década de los noven-
ta, en el que producen profundas divisiones urbanas por la falta de
seguridad humana y la escasa presencia de las fuerzas del orden
público en las zonas marginales urbanas, donde la pobreza coinci-
de con la violencia (Kruijt, 2006). En algunos contextos, a su vez, se
añade la situación de los desplazados internos o las víctimas de la

32



violencia que se instalan en la ciudad, en estas zonas marginales, lo
que les hace muy vulnerables a las actividades ilícitas, donde el cri-
men organizado o el narcotráfico pasan a ser las únicas actividades
que les permiten sobrevivir.

La concentración socio-espacial de la pobreza y la informalidad –el
fenómeno de la “ciudad dividida” genera una fuerte correlación
entre violencia y marginalidad urbana (Kruijt, 2006). La asociación
entre pobreza y violencia se manifiesta en la coincidencia de la
pobreza y la marginalización, con la presencia de nuevos actores
armados que compiten por la hegemonía sobre el espacio urbano
con las autoridades legítimas de la ley y el orden. Con frecuencia la
ausencia de estas autoridades en las zonas marginales, permite a
estos grupos armados imponer “su orden y ley”, en países como
Guatemala, El Salvador y Honduras en el caso de Centroamérica.
Pero este fenómeno se extiende por toda América Latina, en ciuda-
des como México Colombia, Argentina, Brasil, o Perú. La exclusión
con violencia compartidas por las capas pobres de la sociedad con-
tribuye a la destrucción de los fundamentos morales del orden
democrático y los perímetros de la ciudadanía (Kruijt, 2006).

DEBILIDAD DE LAS INSTITUCIONES, VACÍOS DE PODER Y CORRUPCIÓN

El proceso de consolidación democrática y de construcción del
Estado en Centroamérica se tuvo que enfrentar a las propuestas
neoliberales del Consenso de Washington en la década de los
ochenta, que propugnaban un menor papel del Estado en los asun-
tos económicos, políticos y sociales. Esas políticas fueron un obstá-
culo para el fortalecimiento institucional que hubiera sido necesario
para hacer frente a los nuevos problemas que emergieron en la
región. Junto a esto, la debilidad de las instituciones se vio agrava-
da por la escasez de recursos disponibles asociados a una carga fis-
cal muy baja y muy inequitativa, que no logra proveer al Estado de
la financiación básica para ofrecer servicios decentes de salud, edu-
cación, de acceso a la justicia y de seguridad ciudadana. 

La incapacidad del Estado para proveer de seguridad pública a sus
ciudadanos, a través de instituciones eficaces tiene como conse-
cuencia su pérdida de legitimidad. Existe una relación entre el sur-
gimiento de las maras en Centroamérica y la debilidad de las
instituciones, que se traduce en vacíos locales de gobierno
(Koonings y Kruijt, 2006). La ausencia de la autoridad se explica por
la debilidad de las instituciones públicas, pero las bandas armadas
la imponen por la fuerza, pues es un requisito para poder desarro-
llar su actividad delictiva, generalmente asociada al narcotráfico. El
poder de las mafias y cárteles de la droga busca a menudo “legiti-

33

LA INCAPACIDAD DEL ESTADO

PARA PROVEER DE SEGURIDAD

PÚBLICA A SUS CIUDADANOS, 
A TRAVÉS DE INSTITUCIONES

EFICACES TIENE COMO

CONSECUENCIA SU PÉRDIDA

DE LEGITIMIDAD.



marse” imponiendo una forma de “orden” local, y a través de la dis-
tribución de ayudas y patrocinios a grupos deportivos u otras agru-
paciones locales; también recaudan “impuestos”, establecen
“toques de queda”, realizan reclutamientos forzosos y ajusticia-
mientos, entre otras prácticas. Esta actuación no sería posible sin
las extraordinarias ganancias que proporciona el tráfico de drogas
a escala transnacional. De hecho, los nuevos actores armados son
la autoridad local de facto en las barriadas de San Salvador o en ciu-
dad de Guatemala. Son los nuevos representantes de una “ley para-
lela”, que coexiste con el resto de la sociedad. En suma, el
narcotráfico ha penetrado la institucionalidad pública en toda la
región, aunque con diversos modalidades e intensidad (Peacocks y
A. Beltrán, 2006; Proyecto Estado de la Región, 2008: 473).

Como se señaló anteriormente, uno de los indicadores de que el
Estado ha fracasado en proveer de seguridad a sus ciudadanos es
el surgimiento de los servicios de seguridad privada y los grupos de
vigilantes para defenderse de la violencia y el delito. Otro de los fac-
tores que muestran la debilidad de las instituciones es la corrup-
ción. Esta supone un gran desafío para los Estados, y en particular
para aquellos con una larga historia de gobiernos autoritarios y dic-
tatoriales. La corrupción se puede dar a todos los niveles de gobier-
no. El narcotráfico es uno de los factores que provocan el aumento
de la corrupción, que impide el cumplimiento de la ley y que alcan-
za a las más altas esferas gubernamentales. Como otras formas
relacionadas con el crimen organizado, la corrupción resulta muy
complicada de combatir y los datos que existen sobre ella son muy
imprecisos. En Centroamérica según las encuestas, los delitos y la
corrupción son considerados los principales obstáculos para la
inversión. El 80% de los 455 empresarios encuestados dijeron que
los delitos son el principal obstáculo para sus negocios. En
Honduras, el 61% de los encuestados consideran los delitos y la vio-
lencia el principal obstáculo, y en Nicaragua el 39%. Según el infor-
me del Departamento de Estado de Estados Unidos (United State
Department), las empresas sufren numerosas pérdidas debido a los
problemas de seguridad. En Guatemala, el 58 % de los empresarios
encuestados pagan sobornos, que equivalen al 7% de los salarios de
la empresa; es la cifra más alta de la región, equivalente a países
como Bangladesh, Tajikistán y Nigeria. En Nicaragua, el 46% de los
encuestados pagan sobornos que equivalen a unas pérdidas del 7%
de los salarios (ONUDD, 2007: 76) . 

La corrupción crea barreras para tener acceso a los servicios públi-
cos para los pobres, dado que es necesario pagar sobornos por los
servicios que se ofrecen y estos no son asequibles para los más
pobres. Hay un creciente sentimiento en las sociedades de que
nadie respeta las reglas. Dado los elevados niveles de corrupción, la
población evita tener contacto con los funcionarios de gobierno.
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Los ricos pagan sobornos cuando también obtienen un beneficio
como por ejemplo la evasión de impuestos. Los países con un alto
grado de corrupción tiene un gran sector informal de la economía.
En Centroamérica, entre un tercio o la mitad de la actividad de la
economía forma parte del sector informal, lo que significa que los
trabajadores no gozan de derechos como tal. Tampoco se recaudan
impuestos que alimenten las arcas del Estado. 

Resulta significativo, que un número relevante de presidentes en
Centroamérica que ejercieron el poder han sido acusados de estar
vinculados a actividades corruptas y han sido encausados por esta
razón: 

- Jose María Figueres, presidente de Costa Rica de 1994 a
1998, fue acusado de recibir 900.000 dólares de la empresa
francesa Telecom Alcatel, a cambio de trato de favor en la lici-
tación pública para las licencias de telefonía celular. El intere-
sado ha admitido recibir este dinero y como consecuencia
renunció a su posición como director del Foro Económico
Mundial.

-Rafael Angel Calderón, presidente de Costa Rica de 1990 a
1994 fue acusado también de corrupción. 

-El presidente nicaraguense Arnoldo Alemán fue acusado de
corrupción, del blanqueo de capitales y de desviar 100 millo-
nes de dólares del Estado para la campaña electoral de su par-
tido. Fue condenado a 20 años de prisión por este motivo, y
aunque ha cumplido parte de la condena en su domicilio y
como resultado de una pacto entre liberales y sandinistas que
allanó el camino para que Daniel Ortega accediese al
Gobierno, esté fue excarcelado.

-El presidente de Guatemala, Alfonso Portillo también fue acu-
sado de apropiarse unos 600.000 dólares de fondos públicos
y de poseer cuatro empresas en Panamá para el blanqueo de
capitales. La presidenta de Panamá, Mireya Moscoso fue acu-
sada de no justificar 70 millones de dólares durante su
gobierno. 

LA IMPUNIDAD E INEFICIENCIA DEL SISTEMA JUDICIAL

La ineficacia y la corrupción minan al poder judicial en
Centroamérica. El sistema judicial es ineficaz y no tiene la capacidad
para afrontar los delitos relacionados con las redes ilícitas de carác-
ter transnacional que operan en la región. Esto se debe, por una par-
te, a la escasez de personal, equipo e infraestructura, por otra a la
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inexistencia de una política pública orientada a fortalecer el sistema
judicial. Y por último, a la inestabilidad política, que debilita el sis-
tema judicial y es una de las causas de su ineficacia.

A esto se suma la corrupción que afecta a los jueces, que con fre-
cuencia son intimidados o comprados por las redes del tráfico inter-
nacional. La violencia y la corrupción producida por las actividades
ilícitas permiten que el crimen organizado se infiltre a las institu-
ciones encargadas de aplicar la ley, lo cual repercute en la violación
a los derechos humanos básicos. 

El crimen organizado no puede sobrevivir sin la corrupción, y por
ello busca oportunidades para crearla y profundizarla. Las organi-
zaciones criminales tienen que quebrantar a las instituciones encar-
gadas de aplicar la ley y de procurar la justicia para evitar que se les
responsabilice por sus crímenes; este proceso, afectan seriamente
la capacidad del gobierno para promover y proteger los derechos
humanos y el Estado de Derecho. Esto tiene como consecuencia no
sólo ineficiencia del sistema judicial, sino falta de seguridad, la inti-
midación y asesinatos para aquellos jueces que decidan resistirse y
hacer frente a estas redes. 

Todo esto hace que exista una gran desconfianza por parte de la
población sobre las instituciones judiciales, que arrastran el legado
de los gobiernos autoritarios y cuyas nuevas estructuras no son lo
suficientemente sólidas para garantizar el cumplimiento de la ley en
la actualidad.

La debilidad y la ineficacia del poder judicial, tiene como conse-
cuencia la impunidad generalizada. Según la Comisión Internacional
contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) se producen cerca de
6.000 homicidios por año, incluido mujeres y niños, de los cuales
sólo un 2% de estos crímenes llegan a juicio. Además los recientes
crímenes confirman la infiltración de las redes de delincuencia orga-
nizada.  La impunidad generalizada actúa como un poderoso incen-
tivo para las actividades delictivas, que suelen producir grandes
beneficios con muy poco riesgo para quienes las realizan. La impu-
nidad también legitima la justicia por mano propia bajo formas
encubiertas, como “escuadrones de limpieza antidelictivas” o la
“autodefensa social”(Carrión 2003: 65). O bien la aparición de los
linchamientos, como respuesta de la población ante la falta de jus-
ticia e impunidad.

Para dar salida a esta situación en 2007 se estableció la Comisión
Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) a partir de
una acuerdo entre las Naciones Unidas y el Gobierno de Guatemala.
Su objetivo es desmantelar estas estructuras clandestinas e ilegales
que operan por todo el país. CICIG está investigando al menos 15
casos de “alto impacto en coordinación con los jueces y procurado-
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res del país y está proponiendo reformas legales para combatir la
impunidad. La tarea resulta compleja si tenemos en cuenta que
ocho oficiales de la justicia y de otras instituciones que están cola-
borando en las investigaciones han sido asesinados desde la crea-
ción de esta institución. Carlos Castresana, que dirige la Comisión,
ha afirmado en la presentación de su primer informe que es res-
ponsabilidad del Gobierno el desmantelamiento de las estructuras
clandestinas criminales ligadas al narcotráfico, que siguen operan-
do, y son responsables de la mayor parte de la violencia y de la vio-
lación de los derechos humanos que se produce en el país (WOLA,
2008).

Por último, en relación con la ineficiencia del sistema judicial, tam-
bién resulta muy significativo el elevado índice de presos en situa-
ción preventiva, que a menudo esperan juicio durante años en
prisiones atestadas y en pésimas condiciones. La superpoblación de
las cárceles supone una violación de los derechos humanos y mina
las posibilidades de rehabilitación de los prisioneros (Dammert y
Zuñiga, 2008). Según datos del Instituto Latinoamericano de las
Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del
Delincuente (ILANUD, 1999-2002) Honduras tiene una de las tasas
más altas de encarcelamiento de la región que asciende a 174 por
cada 100.000 habitantes, con un nivel de ocupación de las cárceles
respecto a su capacidad de un 209% y un 79 % de presos preventi-
vos sin condena. Esto además se ve agravado cuando la respuesta
a la criminalidad se traduce en un endurecimiento de la legislación
criminal, reduciendo la edad en la que los menores pueden ser
inculpados, prolongando las penas y eliminando algunos procedi-
mientos de protección. El sistema judicial y de cárceles se ve satu-
rado y los derechos de los prisioneros o los programas de
rehabilitación son dejados de lado. En Guatemala, en febrero de
2008, con el apoyo de la mayoría de los partidos se aprobó la res-
tauración de la pena de muerte, que había sido suspendida desde
2002. 

LA INEFICIENCIA Y CORRUPCIÓN DEL SISTEMA POLICIAL

Otros de los problemas relacionados con los anteriores es el papel
que juega la policía para reducir la violencia social y la violencia con
vínculos transnacionales. La policía como institución creada para
proteger y preservar la seguridad pública, debiera ser parte de la
solución, pero se ha convertido en parte del problema. Con fre-
cuencia es abusiva, incompetente, corrupta o está implicada en los
secuestros o en el narcotráfico (The Economist, 2004). En ocasiones
una de las causas principales del aumento de los homicidios ha sido
la propia violencia desatada por la policía, los cuales actúan con
gran violencia contra los sectores más empobrecidos de la sociedad
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civil, careciendo la víctima del derecho de apelar contra esas prácti-
cas. Si las instituciones creadas para proteger y preservar la seguri-
dad pública se convierten en las fuerzas mismas que lo minan, se
plantean un grave problema en la responsabilidad del Gobierno de
proveer de una seguridad pública basada en los derechos humanos
(Tulchin y Fagan, 2003: 15). Según datos de Transparencia
Internacional, la policía es considerada uno de los sectores más
corruptos en Guatemala. En diciembre de 2005, el Ministerio del
Interior realizó una purga de 1.500 policías de los 21.000 que había
en el cuerpo. El 40% de los expulsados eran jefes y estaban impli-
cados en casos de corrupción ligados al narcotráfico y la extorsión.
Unos 4.000 oficiales de policías estaban implicados en actividades
ilícitas. Posteriormente, parte de estos policías acusados fueron res-
tituidos en sus cargos por cuestiones administrativas relacionadas
con la lentitud con la que se realizó el proceso por parte de la
Oficina sobre la Responsabilidad Profesional (ONUDD, 2007: 31). 

Además, las instituciones policiales no están preparadas para afron-
tar los nuevos delitos y formas de violencia asociados al crimen
organizado, el narcotráfico o el lavado de dinero. Las malas condi-
ciones laborales, los bajos salarios, la falta de medios o la ausencia
de prestigio institucional son serios obstáculos para que puedan lle-
var su tarea de forma efectiva (Dammert, 2007). Además, en algu-
nos países utilizan métodos cuasi militares. Esto resulta
especialmente complejo en El Salvador y en Guatemala, donde ope-
ran patrullas conjuntas de policías y militares para tareas de seguri-
dad interna que son propias del cuerpo policial. Se trata de una
violación flagrante de los Acuerdos de Paz, y una práctica ligada a
las políticas “de mano dura” que se está haciendo más frecuente, no
sólo para tareas asociadas a la erradicación de cultivos de droga. Se
ha llegado al punto de que esas patrullas se envían a tareas como
la protección de la cosecha de café, la vigilancia de transporte públi-
co, o para mantener el orden en las cárceles (Dammert, 2007). En
Guatemala, en abril de 2006, unos 2.400 militares fueron enviados
a patrullar conjuntamente con la policía, lo que excedía las compe-
tencias de las fuerzas armadas tal y como se han definido en la
Constitución del país (Dammert y Arias 2007).

La reforma de la policía en Centroamérica se caracterizado por la
constitución de nuevas estructuras policiales, con el objetivo de
sustraerlas del ámbito de influencia de la Fuerzas Armadas y se rea-
lizaron en el marco de los Acuerdos de Paz. Sin embargo, las refor-
mas propuestas respondieron más a aspectos particulares, que a
una visión integral del sistema policial (Dammert, 2007). En
Guatemala, la corrupción, la depuración inadecuada de los respon-
sables de violaciones de los derechos humanos, un proceso de
selección poco elaborado, los cambios producidos en las elecciones
y la formación inadecuada fueron, entre otros, factores que contri-
buyeron al fracaso de este nuevo cuerpo. Todo esto tiene como con-
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secuencia que los gobiernos carecen de un sistema policial eficien-
te, capaz de hacer frente a la creciente violencia transnacional que
emerge en la región. 

PROPUESTAS Y RESPUESTAS A LA VIOLENCIA TRANSNACIONAL

La magnitud que alcanza la violencia y su carácter transnacional
suponen que ningún país puede abordar por sí sólo esta problemá-
tica. Esta situación plantea la necesidad de definir una estrategia en
un marco de “gobernanza multinivel” (multi-level governance) que
combine acciones en el ámbito local, nacional y global. En el plano
global y regional es preciso prestar una mayor atención a los facto-
res estructurales que responden a las dinámicas de la globalización,
como la reducción de las desigualdades que han sido propiciadas
por la liberalización de las economías; la vigilancia y regulación más
estricta de los flujos financieros y de otros recursos; y un mayor
control de las exportaciones de armas. En otras palabras, son nece-
sarias políticas globales que refuercen, y no debiliten, las políticas
nacionales de seguridad pública. Esos marcos reguladores pueden
desarrollarse, en gran medida, a través del llamado “nuevo regio-
nalismo” y de la integración regional. Ésta puede jugar cierto papel
en la provisión de seguridad, considerada un “bien público regional”
que requiere mayores cuotas de cooperación entre gobiernos y
otros actores regionales y extrarregionales. Las acciones regionales
no deberían considerarse aisladas de las iniciativas de alcance glo-
bal, de manera que se complementen. 

La cooperación internacional puede proporcionar reglas y recursos
para mejorar la gestión de la seguridad como un bien público y en
este marco, la cooperación al desarrollo puede jugar un papel rele-
vante en la promoción de políticas de seguridad públicas en un nue-
vo contexto definido por el regionalismo y la integración regional.
Los proyectos de desarrollo que se llevan a cabo en la región no
pueden estar al margen de estas dinámicas, sino por el contrario
deben priorizar aquellas zonas marginales y excluidas que son cal-
do de cultivo para la emergencia de estas nuevas formas de violen-
cia ligada a las redes transnacionales. Asimismo, en el medio y largo
plazo la cooperación al desarrollo debe incorporar en sus prácticas
la noción de seguridad humana, que reconoce los vínculos entre
seguridad y desarrollo y va más allá del concepto de seguridad
nacional basado en la seguridad y defensa del Estado. La seguridad
humana centrada en la seguridad de las personas incorpora nuevas
amenazas relacionadas con el medio ambiente, la economía, o la
salud. Entre ellas, la violencia social con vínculos transnacionales
como el crimen organizado, el blanqueo de capitales, o el tráfico de
personas son amenazas que deben ser tenidas en cuenta y que se
relacionan con la nueva agenda de seguridad definida por Naciones
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Unidas en 2004, a partir de su informe Un mundo más seguro: la
responsabilidad que compartimos.

LA DIMENSIÓN REGIONAL

Las organizaciones regionales, al abordar estas nuevas formas de
violencia, pueden promover una dimensión regional de la política
de seguridad y desarrollo que ahora está ausente, debido a que los
Estados actúan con un enfoque eminentemente nacional y los orga-
nismos multilaterales también se centran básicamente en esta
dimensión nacional. Los donantes pueden alentar a las organiza-
ciones regionales para que desarrollen marcos integrales para la
promoción de la prevención de conflictos y la construcción de la
paz. Esto supone una mayor disponibilidad de medios económicos
y técnicos. En estos programas regionales se pueden articular ini-
ciativas con organizaciones y grupos más allá del escenario local y
nacional, así como con ONG regionales y locales. Asimismo, la pro-
moción de iniciativas regionales de la sociedad civil comprometidas
con la paz es esencial para elaborar medidas concretas para preve-
nir la violencia. Todo ello implica también la creación de mecanis-
mos de seguimiento y evaluación sobre las iniciativas que se están
llevando a cabo para mejorar y corregir los errores.

En Centroamérica, sería el Sistema de Integración Centroamericano
(SICA) la institución más adecuada para dar respuesta a la violencia
con vínculos transnacionales. El SICA está conformado por un
amplio y diverso entramado institucional que cubre un elenco de
sectores de cooperación, entre los que se incluye la seguridad, a
partir de la firma del Tratado Marco de Seguridad Democrática de
1995. Pero existen debilidades institucionales importantes, de
carácter burocrático y político, que muestran la falta de voluntad
para establecer una verdadera agenda regional. Durante diez años
se ha retrasado un proceso de reforma institucional basado en las
propuestas de 1997, pero no se han aplicado hasta la fecha. Esto es
el resultado de la falta de acuerdo político sobre el contenido y
alcance de la integración. Todo esto supone un importante obstá-
culo para alcanzar una estrategia concertada que permita abordar
la violencia transnacional en el plano regional. 

Es preciso construir un acuerdo político que permita la doble arti-
culación del proyecto regional con los intereses de cada país, en el
ámbito de la seguridad ciudadana. Para ello es necesario promover
el fortalecimiento institucional y contar con los mecanismos que
permitan actuar en el plano regional, así como una mayor voluntad
política de los gobiernos centroamericanos de establecer políticas
concertadas para la prevención de la violencia en toda la región. Se
requieren de enfoques holísticos para abordar la seguridad en la
región y es cada vez más prioritario, la búsqueda de respuestas
colectivas a la creciente violencia transnacional. Asimismo es preci-
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so superar el prohibicionismo y los enfoques represivos que impi-
den la cooperación internacional y la cooperación regional y a su
vez alienta políticas autoritarias en el ámbito nacional. 

En el ámbito regional se plantean una serie de respuestas para abor-
dar la violencia relacionada con la proliferación de armas ligeras, el
tráfico de personas y drogas, que se detallan a continuación. 

El control de las armas ligeras: la adopción de leyes más restrictivas
de control de armas y programas de sensibilización popular

En el plano internacional se han tomado en los últimos años diver-
sas iniciativas como el programa para la regulación de armas de fue-
go realizado por el ECOSOC de Naciones Unidas, que permitió
formular unas directrices para reducir el número de muertes causa-
das por armas de fuego; también cabe mencionar el trabajo que
están realizando por parte de varias organizaciones del sistema de
Naciones Unidas y de la sociedad civil internacional en torno al esta-
blecimiento de un Tratado Internacional sobre el Comercio de
Armas.

En mayo de 2006 la Unión Interparlamentaria en el marco del tra-
bajo que se había realizado en la ONU para el control de armas lige-
ras, realizó una serie de propuestas para la formulación de políticas
públicas en el ámbito nacional. 1. Regular el uso de armas peque-
ñas por parte de civiles, fuerzas armadas y grupos armados no esta-
tales. 2. Reducir la reserva existente de exceso de armas y
municiones. 3. Regular la transferencia, venta y envíos de armas
ligeras. 4. Reducir la demanda de armas. 5. Responder a las necesi-
dades de los sobrevivientes de la violencia armada. (HD y Unión
Interparlamentaria, 2007).

En el plano nacional se están llevando a cabo programas volunta-
rios de recogida y destrucción de armas, y de mejoras en los pro-
cedimientos relativos al registro y la emisión de licencias. El PNUD
ha desarrollado programas locales para reducir la violencia asocia-
da a las armas ligeras, como el programa de “Una Sociedad sin
Violencia” llevado a cabo en el Salvador o el plan “Vive sin armas”
en Guatemala. También desde la organizaciones de la sociedad civil
se han puesto en marcha programas como “Manos libres de armas,
manos libres de violencia” impulsado por el Instituto de Enseñanza
para el Desarrollo Sostenible (IEPADES) de Guatemala que han resul-
tado muy exitosos.

Estos programas han contado con el apoyo de los donantes y, en
particular, forman parte de las prioridades de la cooperación al de-
sarrollo algunos gobiernos. Este es el caso de la Agencia Sueca de
Cooperación Internacional (SIDA, por sus siglas en inglés), que ha
contribuido a campañas de desarme, y ha promovido reformas
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legales en el tráfico de armas, en colaboración con la Fundación
Arias de Costa Rica, y el United National Regional Center for Peace,
Development and Disarmament. (SIDA, 2007: 41). 

Control en el tráfico de personas 

La respuesta internacional al problema global del tráfico de perso-
nas es muy reciente. Se han identificado tres categorías principales
de respuestas: 1) la prevención orientada hacia programas de edu-
cación y sensibilización; 2) la protección a partir de una legislación
adecuada y su aplicación ; 3) el retorno y la reintegración, a partir
de la asistencia a inmigrantes retornados para facilitar su reintegra-
ción en las comunidad. 

La Unión Europea, en la conferencia sobre la lucha contra el tráfico
de seres humanos celebrada en 2005, estableció un plan para pro-
mover y establecer los mecanismos de prevención y lucha contra el
tráfico humano. Se plantean políticas y programas que aborden el
tráfico de personas como un problema multidimensional, centrado
en las personas y que tiene que trabajar simultáneamente hacia las
metas de reducción de la pobreza y de igualdad de género
(Comisión Europea, 2005). Esta cuestión, sin embargo, no se ha
asumido en la cooperación regional.

Estados Unidos ha sido también un importante actor destinando 17
millones de dólares en 2004 para programas contra el tráfico de
personas en América Latina (Ribando, 2005:10). Asimismo diversos
organismos regionales e internacionales como la Organización de
Estados Americanos (OEA) y la Organización Internacional del
Trabajo (OIM) han impulsado programas para combatir el trabajo
forzado y la prostitución. En 2007, la OIM estableció un acuerdo
mutuo de cooperación con el gobierno guatemalteco para trabajar
con los inmigrantes y las víctimas del tráfico de personas retorna-
dos (aproximadamente 2.000 por mes), brindándoles asistencia
humanitaria y capacitación técnica para facilitar su reintegración en
su país de origen y en el mercado laboral (OIM, 2007).

Crimen organizado y narcotráfico: mayor transparencia, segui-
miento de las acciones y prevenir la militarización de las respues-
tas.

En relación con el crimen organizado y el narcotráfico sería preciso
priorizar aquellos aspectos más nocivos relacionados con el mismo,
como la violencia, la corrupción, el lavado de dinero, el tráfico de
armas y el control de territorios. Asimismo, reorientar las estrate-
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gias de represión al cultivo de coca, a partir de la combinación de
esfuerzos de erradicación con programas de desarrollo alternativo,
con el control del consumo en los países receptores.

Asimismo, es necesario una mayor transparencia de los organismos
encargados de la persecución del crimen organizado y el diseño de
mecanismos de evaluación y de seguimiento de políticas que per-
mitirá una readecuación de éstas para obtener mayor eficacia.
También es esencial prevenir la militarización de la respuesta a los
problemas sociales. En la mayoría de los casos, las redes ilícitas se
asocian a problemas sociales o aprovechan la incapacidad del
Estado para resolver las demandas sociales. El narcotráfico no
requiere de respuestas militares (Rojas Aravena, 2006: 48). Sí se
requiere contar con mejores diseños de política pública en el ámbi-
to social y económico para favorecer una mayor cohesión social,
dado que la fracturas en la integración social no sólo debilitan la
democracia, sino que son aprovechadas por el crimen organizado
para ampliar su poder. También es necesario mejorar la calidad de
la democracia y la gobernabilidad, y avanzar en la profesionaliza-
ción de la policía. Por su parte la sociedad civil debe ser protegida
de las redes del crimen organizado y es fundamental promover el
desarrollo de capacidades para que puedan hacer un seguimiento y
participar en la definición de las políticas públicas de seguridad que
se están llevando a cabo. 

Creación de capacidad estadística

La disponibilidad de datos estadísticos es esencial para abordar los
problemas de violencia. Es indispensable contar con un sistema
estadístico eficaz que ofrezca una visión clara del fenómeno de la
violencia en la región. Sin embargo, la capacidad institucional para
procesar, organizar y difundir la información relativa a la seguridad
en las organizaciones regionales es todavía muy débil. Esto se debe
a la inexistencia de indicadores comunes sobre la seguridad en la
región, lo que tiene como consecuencia que la recogida de infor-
mación y su procesamiento se realice de forma diferente, y por lo
tanto no sea comparable en la mayoría de las ocasiones. Esto supo-
ne un obstáculo para tener una visión de conjunto sobre la seguri-
dad.

LA DIMENSIÓN NACIONAL Y LOCAL

En el ámbito nacional es muy importante asegurar la eficacia del
Estado como un prerrequisito necesario para mejorar las condicio-
nes de los afectados por la violencia. Es preciso mantener un equi-
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librio entre la reducción de la inseguridad ciudadana y evitar refor-
zar los mecanismos represivos del Estado, como la aplicación de las
políticas de “mano dura” que han resultado tan ineficaces o el endu-
recimiento del código penal. Son esenciales las acciones orientadas
a un mejor funcionamiento del sistema judicial y penal, que prove-
an a la población de seguridad como un bien público. 

En relación a la desigualdad interna en los países de la región, como
factor de inestabilidad es muy importante promover procesos socia-
les de inclusión y medidas para fortalecer la igualdad, la justicia,
con particular atención a los derechos de las mujeres, basándose en
los principios de universalidad, indivisibilidad, interdependencia y
no discriminación. También son muy importantes aquellas acciones
orientadas hacia los medios de comunicación y hacia la promoción
de una cultura de paz. La exaltación de la violencia, la criminaliza-
ción de ciertos grupos, y la creación de un sentimiento de inseguri-
dad generalizada no contribuye a reducir la violencia. Se pueden
impulsar códigos éticos sobre el tratamiento de la violencia y el uso
de imágenes; asimismo, se pueden promover programas de educa-
ción para la paz y los derechos humanos que fortalezcan los valo-
res democráticos, de justicia y solidaridad (Proyecto Estado de la
Región 2008: 512). En definitiva, se trata de definir una política
pública de seguridad ciudadana de medio plazo, que vaya más allá
de la reducción de los factores de riesgo y que incluya programas
preventivos más amplios, enmarcados en un proceso de desarrollo
humano.

En el ámbito nacional y local, las respuestas para reducir la violen-
cia se han relacionado con el fortalecimiento institucional y la mejo-
ra de la eficacia judicial y policial, con la aplicación de programas
preventivos, entre otros factores. 

Los programas para la prevención de la violencia

Las acciones que van dirigidas a reducir los actos de violencia com-
prenden una serie de programas que van desde la prevención al
control, tanto hacia la población en general, como hacia colectivos
de alto riesgo, o hacia aquellos individuos que ya han tenido con-
ductas violentas. Se ha señalado que la prevención de la violencia
es, en general, más eficiente que las acciones de control de la vio-
lencia (BID, 1988; Buvinic y Morrison, 1999; BM, 2007). Ahora bien,
para poder desarrollar acciones de prevención eficaces es necesario
contar con información oportuna y desagregada tanto de los tipos
y nivel de la violencia, como de los factores principales de riesgo
dentro de una comunidad, de su incidencia en los ámbitos local y
nacional, y de sus vínculos con las redes delictivas transnacionales.
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Sin embargo, la falta de información que responda a esos requeri-
mientos es muy común, y ello suele ser un importante obstáculo
para poder desarrollar políticas en ese ámbito. 

En Centroamérica, una de las áreas de atención prioritaria son los
programas de apoyo a los jóvenes en situación de riesgo que viven
en las barriadas marginales de las grandes ciudades. Como se seña-
ló anteriormente se trata de jóvenes desempleados con escasa posi-
bilidades de inserción en la economía formal y para los cuales las
actividades ilícitas, como el tráfico de drogas o de armas ligeras a
pequeña escala, suponen un poderoso incentivo de ganar dinero
fácil y de forma rápida, aunque suponga un riesgo tan alto que pue-
da costarles la vida. Un programa regional podría recopilar aquellas
iniciativas más exitosas y sobre todo ofrecer oportunidades a los
jóvenes para su inserción social. De igual modo, los programas de
prevención de la violencia contra las mujeres deberían estar entre
las prioridades de la cooperación al desarrollo, ante el incremento
de asesinatos de mujeres en la región (CEPAL, 2007).

Otras iniciativas para la prevención de la violencia, ponen el énfasis
principalmente en la promoción de una cultura de paz, desarrollan-
do programas de educación para la paz en las escuelas, en las orga-
nizaciones sociales e impulsando programas en los medios de
comunicación que faciliten la resolución pacífica de los conflictos y
valores y actitudes relacionados con la paz. 

El diseño e implantación de los observatorios de la violencia ha sido
otra de las iniciativas que se han impulsado desde los enfoques pre-
ventivos. Los observatorios han permitido realizar diagnósticos
sobre los principales factores que influyen en la violencia según los
diferentes contextos e impulsar iniciativas teniendo en cuenta las
especificidades locales. También se han elaborado nuevos marcos
conceptuales que plantean el concepto de seguridad preventiva y
amplían la noción de seguridad vinculándola con el desarrollo.
Estos análisis y diagnósticos han dado respaldo a la adopción de
políticas y planes de seguridad ciudadana, a los programas de con-
vivencia ciudadana y a los de control de armas que se han llevado
a cabo en Centroamérica, con un fuerte apoyo de Naciones Unidas,
en particular el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD).

También la promoción y creación de redes de prevención y seguri-
dad comunitaria en los ámbitos local y nacional para integrar a
aquellas personas en situación de riesgo social, ha sido otro de los
ejes que ha impulsado el PNUD en Costa Rica, el Salvador y
Guatemala (PNUD, 2005a; Rosada-Granados, 2004; PNUD, 1998). La
creación de comités comunitarios de monitoreo del crimen y el esta-
blecimiento de mecanismos alternativos de resolución de conflictos
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han dado resultados positivos y se han ido consolidado como algu-
nas de las estrategias para la prevención de la violencia (Carrillo,
2007).

Otro de los ejes que se han promovido desde las agencias de
Naciones Unidas han sido la rehabilitación de espacios marginales
y degradados, habitados por los sectores más pobres de la pobla-
ción y que se han convertido en un caldo de cultivo para la violen-
cia (Koonings y Kruijt, 2007). Los municipios juegan un papel clave
en la recuperación de los espacios degradados y en la promoción de
espacios adecuados, que favorezcan la convivencia y la formación
de “comunidades más seguras”. Este ha sido el caso de El Salvador
y de Costa Rica. 

La variedad de actores trabajando en el campo de la prevención de
la violencia plantearon la necesidad de coordinar las acciones para
evitar duplicaciones innecesarias y promover la creación de una
coalición de organizaciones nacionales y multilaterales. Así nace en
junio de 2000, la Coalición Interamericana para la Prevención de la
Violencia (CIAPV) con el mandato oficial de “[generar] estrategias y
soluciones para abordar los altos niveles de violencia y delito en las
Américas… al facilitar el desarrollo de asociaciones y programas
para poner [éstas] en marcha”. (CIAPV website: www.iacpv.org).

La coalición aborda la prevención de la violencia desde un enfoque
holístico y a partir de actividades que incluyen capacitación, coor-
dinación interinstitucional y la promoción del diálogo regional y de
respuestas multisectoriales. Entre ellas, se encuentran la elabora-
ción de un manual que recoge datos e indicadores estandarizados
sobre la violencia: la creación de observatorios municipales que
cuentan con la participación de líderes locales; debates y foros de
discusion con organizaciones de la sociedad civil y representantes
del sector privado; investigaciones y seminarios sobre temas espe-
cíficos como las maras (“Reporte de Progreso Alcanzado en Cinco
Años”, 2006: 4 – 8). 

La definición de una política pública de seguridad ciudadana requie-
re de la superación de la corta duración o falta de continuidad de
los programas centrados en la reducción de los factores de riesgo
(por la incapacidad de los donantes de compromiso a medio y lar-
go plazo), incrementar el número de iniciativas impulsadas desde la
sociedad civil y mejorar la fiabilidad de los datos existentes sobre
seguridad ciudadana (El Estado de la Región, 2008: 56).

El informe el Estado de la Región (2008: 56-57) formula propuestas
de intervención de carácter general orientadas a la definición de una
política pública de seguridad ciudadana a medio y largo plazo que
esté consensuada políticamente y que goce del apoyo social y que
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permita ampliar las capacidades institucionales y mejorar las ya
existentes. Entre las propuestas específicas que plantea este infor-
me está el fortalecer el sistema judicial para un mayor control de
delito y acabar con la impunidad reinante.

La presencia de unas instituciones judiciales y legislativas sólidas es
la mejor manera de consolidar la democracia Esto supone fortalecer
el papel de los jueces, eliminar los incentivos estructurales a la tor-
tura y el arresto arbitrario y garantizar la presunción de inocencia.
Las reformas judiciales deben incluir instancias para la resolución
pacífica de los conflictos, en los que no es necesario un tribunal
para dirimir la disputa, tales como las casas de justicia en Colombia
y el programa de jueces de paz en Venezuela (Buvinic, 2002).
También es necesario profundizar y avanzar en los programas de
sustitución del encarcelamiento por penas alternativas, evaluando
los que ya están en marcha y determinando su impacto sobre los
comportamientos y las actitudes violentas.

Desmilitarización, profesionalización y supervisión de los cuerpos
policiales

En el marco de las directrices del Comité de Ayuda al Desarrollo
(CAD) sobre la Reforma del Sistema de Seguridad se plantea la nece-
sidad de fortalecer los mecanismos gubernamentales y civiles para
supervisar el comportamiento de la policía. Asimismo, el estableci-
miento de mecanismos internos de rendición de cuentas (por ejem-
plo, la creación de estándares profesionales) y una exigencia por
parte del poder judicial de que la policía actúe en el marco de la ley.
Este tipo de medidas permitiría evitar los abusos y violaciones de
los derechos humanos que son perpetrados por los cuerpos poli-
ciales en Centroamérica. Las propuestas también incluyen el apoyo
a los programas de formación de la policía y el desarrollo de un nue-
vo currículo que incorpore cuestiones relacionadas con los dere-
chos humanos y las nuevas amenazas que se plantean en el
contexto actual. También se propone la creación de un censo de los
policías en servicio, de sus funciones y estructura organizativa. 

Asimismo, en lo que se refiere a la lucha contra el narcotráfico y el
crimen organizado se propone la realización de patrullajes conjun-
tos en la región para incrementar la eficacia policial y aumentar la
presencia policial en las zonas en las que las redes del narcotrá-
fico controlan el territorio. Es muy importante el fortalecimiento de
las investigaciones policiales, así como la mejora de la inteligencia
policial. 
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También es necesario desarrollar vínculos y estrategias entre los
diferentes servicios policiales de los distintos países. Ello exige con-
tar con las capacidades nacionales que permitan una mayor coope-
ración internacional y regional. 

Por otra parte, resulta esencial impulsar la confianza mutua entre
las fuerzas del orden y la población local. La sociedad debe tener
una voz en el proceso. Como propone Carrión, se trata de crear “una
gobernabilidad de la violencia” que involucre a toda la sociedad civil
en el diálogo y en los esfuerzos para combatir el crimen y la vio-
lencia en la región. Se trata de crear una visión integrada de la segu-
ridad ciudadana, que incorpore los intereses de la sociedad civil,
entre otros actores (Carrión, 2003). 

En relación a otros actores que se ocupan de la seguridad, como las
agencias privadas de seguridad, los grupos comunitarios de defen-
sa, es preciso integrarlos en un programa mas amplio de seguridad,
y en un marco de regulación que defina sus funciones y establezca
los límites de su actuación. Se trata finalmente de garantizar que es
el Estado, el responsable último de proveer de seguridad a los ciu-
dadanos. 

Para concluir, cabe señalar de nuevo, que en Centroamérica dadas
las características que ha adquirido la violencia y el crimen y sus
vínculos transnacionales es necesario formular estrategias de pre-
vención de la violencia a nivel nacional, regional y global, apoyán-
dose en la investigación y estudios existentes e integrar la
prevención de la violencia y el delito, en las acciones de desarrollo. 
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